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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 587 DEL 2021 CÁMARA Y 12 DEL 2020 SENADO

por medio de la cual se dictan medidas de acceso prioritario a los programas de vivienda digna  
a las mujeres víctimas de violencia de género extremas y se dictan otras disposiciones.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE PARA EL PROYECTO DE LEY No. 587 
del 2021 CÁMARA Y 012 DEL 2020 SENADO 

“Por medio de la cual se dictan medidas de acceso prioritario a los programas 
de vivienda digna a las mujeres víctimas de violencia de género extremas 

y se dictan otras disposiciones”. 

I. OBJETO Y TRÁMITE DEL PROYECTO

Esta iniciativa legislativa tiene por objeto establecer medidas para garantizar el acceso 
prioritario de las mujeres víctimas de violencia de género extrema al subsidio de vivienda en 
especie para población vulnerable, previo cumplimiento de los requisitos legales para ser 
beneficiaria en forma preferente en los términos del artículo 12 de ley 1537 de 2012. Esta 
iniciativa de la Honorable Senadora Nadia Blel Scaff hizo tránsito a la Honorable Cámara 
de Representantes tras su aprobación en el Senado de la República a finales del pasado 
año 2020. 

El texto fue aprobado por la plenaria del Honorable Senado de la República en la sesión 
del 07 de abril de 2021 tal como obra en el acta N° 299 y 437 de 2021 de dicha fecha.  

Tras su aprobación en el Honorable Senado de la República , la Honorable Mesa Directiva 
de la Comisión Séptima procedió a designar como ponentes para primer debate mediante 
oficio del 5 de Mayo de 2021 a los Honorables Representantes Faber Alberto Muñoz como 
coordinador ponente, Jairo Humberto Cristo Correa como ponente y  Juan Carlos Reinales 
Agudelo como ponente. En virtud de dicho cargo, procedemos a rendir el presente informe 
de ponencia.  

El proyecto de ley fue aprobado en la Sesión virtual del 28 de julio de 2021, por parte de la 
Honorable Comisión VII Constitucional Permanente de la H. Cámara de Representantes, 
tal como obra en el Acta N° 3 de 2021. El día 4 de agosto de 2021, la Mesa Directiva sirvió 
de nombrar como ponentes para segundo debate a los Honorables Representantes Faber 
Muñoz, Jairo Cristo y Juan Carlos Reinales.  

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA

La presente iniciativa tiene por objeto establecer medidas para garantizar el acceso prioritario 
de las mujeres víctimas de violencia de género extrema al subsidio de vivienda en especie para 
población vulnerable, previo cumplimiento de los requisitos legales para ser beneficiaria en 
forma preferente en los términos del artículo 12 de ley 1537 de 2012. El texto presentado se 
compone por el siguiente articulado.  

 
Artículo 1°→ Objeto de la Iniciativa 
Artículo 2°→ Definición de la violencia de género extrema 
Artículo 3°→ Subsidio en especie para la población vulnerable 
Artículo 4°→ Reglamentación  
Artículo 5°→ Vigencia y Derogatorias 
 

III. ANTECEDENTES  
El legislador reconoce la necesidad de involucrar el criterio de la equidad de género en 
aquellos proyectos destinados a beneficiar a la población en la adquisición de tierras, 
vivienda y proyectos productivos, dentro de estas iniciativas destacamos:  
 
➢ Proyecto de ley 259 de 2017- 06 de 2016. “Por medio de la cual se establecen criterios 
de equidad de géneros en la adjudicación de las tierras baldías, vivienda rural, proyectos 
productivos, se modifica la Ley 160 de 1994 y se dictan otras disposiciones. [Equidad de 
géneros en la adjudicación de baldíos, vivienda rural y proyectos productivos]” Autor. H.S 
Nora María García. 2. FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES.  
 

IV. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL Y LEGAL  
 

➢ ARTÍCULO 43 CP. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La 
mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación.  
 
Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección del 
Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o 
desamparada. El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia. 
 
➢ARTÍCULO 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará 
las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de 
vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución de estos programas de vivienda.  
 
➢ARTÍCULO 64. Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la 
tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de 
educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación, crédito, comunicaciones, 
comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, con el fin de mejorar el 
ingreso y calidad de vida de los campesinos 
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LEY 1257 DE 2008. "Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción 

de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, 
de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones"  
 
Artículo 2°. Definición de violencia contra la mujer. Por violencia contra la mujer se entiende 
cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, 
psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de 
tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en 
el ámbito público o en el privado. Para efectos de la presente ley, y de conformidad con lo 
estipulado en los Planes de Acción de las Conferencias de Viena, Cairo y Beijing, por 
violencia económica, se entiende cualquier acción u omisión orientada al abuso económico, 
el control abusivo de las finanzas, recompensas o castigos monetarios a las mujeres por 
razón de su condición social, económica o política. Esta forma de violencia puede 
consolidarse en las relaciones de pareja, familiares, en las laborales o en las económicas.  
 
Artículo 3°. Concepto de daño contra la mujer. Para interpretar esta ley, se establecen las 
siguientes definiciones de daño: a. Daño psicológico: Consecuencia proveniente de la 
acción u omisión destinada a degradar o controlar las acciones, comportamientos, 
creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, 
amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que 
implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal. 
b. Daño o sufrimiento físico: Riesgo o disminución de la integridad corporal de una persona. 
c. Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción consistente en 
obligar a una persona a mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en 
otras interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación, coerción, chantaje, 
soborno, manipulación, amenaza o cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad 
personal. Igualmente, se considerará daño o sufrimiento sexual el hecho de que la persona 
agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas. d. 
Daño patrimonial: Pérdida, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción 
de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o 
económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer.  
 
 

 Derecho internacional. Los esfuerzos de la comunidad internacional en esta materia son 
puestos de manifiesto si se considera los siguientes instrumentos jurídicos acordados: 
 

 Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (1967);  
 La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 

la Mujer (1981);  
 Declaración sobre la Eliminación de la Violencia en contra de la Mujer (1993);  
 Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (El Cairo, 1994);  

 Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995);  
 En América Latina: Convención Interamericana para Prevenir, Castigar y 

Erradicar la Violencia Contra la Mujer (1995); y  
 Resolución del Fondo de Población de Naciones Unidas, en la que se declara la 

violencia contra la mujer como una “Prioridad de Salud Pública” (1999).  
 
Además, se pueden considerar la Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948; la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 1969; y la 
Recomendación número 19 del Comité de Expertas de la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación en contra de la mujer, 1992. 

 
 

V. JUSTIFICACIÓN  
 
El presente proyecto de ley tiene por objeto superar el déficit de protección en el que se 
encuentran las mujeres víctimas de violencia de género extrema con relación al acceso 
prioritario a los programas de vivienda digna que ofrece el Estado, mediante el 
establecimiento de acción afirmativa para que dentro de la población que cumpla con las 
condiciones para ser beneficiario del subsidio de vivienda a población vulnerable se dé 
prioridad a este grupo poblacional, lo anterior en cumplimiento de la exhortación que realizó 
la Honorable Corte constitucional en la Sentencia T- 531 de 2017.  
 
La iniciativa consta de seis (6) artículos, incluido el relativo a su vigencia, en los que 
describe su objeto, y la definición de violencia extrema para los efectos de la ley y modifica 
el artículo 12 de la ley 1537 de 2012, subsidio en especie de población vulnerable. Se 
realizaron 71.980 valoraciones médico legal en el contexto de esta violencia de pareja, con 
una disminución de 600 casos: 36.290 para el año 2016 y 35.690 en el año 2017.  
 
El compañero permanente es el principal agresor con un 57 % de los casos, seguido del ex 
compañero en un 34 % de los casos. Los actos de agresión pueden provenir de agentes 
estatales o de particulares, afectar la vida pública o privada de la mujer, presentarse en sus 
relaciones laborales, familiares, afectivas, como también por fuera de éstas, tener 
consecuencias para su integridad física, moral o sicológica y, en algunos casos, producir 
secuelas para las personas que conforman su unidad doméstica. 

 
VI. CONSIDERACIONES  

 
3.1 MUJER SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN.  

 
A partir de la Constitución de 1991 el constituyente colombiano declara expresamente su 
voluntad de enaltecer los derechos de las mujeres y protegerlos de manera reforzada. Así, 
reconoce los derechos específicos de la mujer a la no discriminación como cláusula general 
(art. 43 Constitucional) a la no discriminación por razón de su género (art. 13 Constitucional) 
, a su adecuada y efectiva participación en los niveles decisorios de la Administración 
Pública (art. 40 Constitucional) , a la igualdad de derechos y oportunidades en relación con 
el hombre (art. 43 Constitucional) a la especial asistencia de parte del Estado durante su 
embarazo y posterior parto, a su libertad reproductiva, a determinar el número de hijos que 
desee tener (art. 43 Constitucional), al apoyo especial de parte del Estado por ser cabeza 
de familia (art. 43 Constitucional) y a la protección especial en materia laboral (art. 53 
Constitucional), ratifican de manera absoluta la voluntad expresa y manifiesta del 
Constituyente de realzar los derechos de las mujeres y de vigorizar en gran medida su 
salvaguarda. 
 
Por consiguiente, la mujer es sujeto constitucional de especial protección y en esa medida 
no sólo sus derechos generales sino igualmente los específicos, requieren de atención fija 
por parte de todo el poder público, donde se incluyen los operadores jurídicos. En 
consecuencia, no se encuentra en la misma situación constitucional que el hombre, que, si 
bien es un sujeto de protección constitucional, su protección no es especial ni reforzada.  
 
Para garantizar y de manera reforzada, la gran cantidad de derechos en cabeza de la mujer, 
la misma Constitución y la jurisprudencia constitucional han determinado el uso de acciones 
afirmativas en cabeza del Estado y todos sus poderes públicos, con el único fin de hacer 
efectivo y real el derecho de igualdad. 
 
Tratándose de sujetos de especial protección la Corte Constitucional respecto a la violencia 
contra la mujer reconoce en cabeza del Estado y la familia, la necesidad de procurar 
mecanismos destinados a evitar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, 
teniendo los órganos estatales que asumir la mayor responsabilidad, debido a su 
naturaleza, estructura y funciones.  
 
3.2 EXHORTO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  
 
En la sentencia T 531 de 2017, la honorable Corte Constitucional dedica un acápite del 
estudio del problema jurídico a identificar la importancia de que las políticas públicas en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales tengan un enfoque diferenciado 
dirigido a proteger a las víctimas de violencia de género extrema; concluye exhortando al 
Honorable Congreso de la República y al Gobierno Nacional para que adopte las decisiones 
y los programas que considere pertinentes, urgentes y necesarios, con el propósito de 
superar el déficit de protección en el que se encuentran las personas víctimas de violencia 

de género extrema, en relación con su acceso prioritario a los programas de vivienda digna 
que ofrece el Estado. 
 
Lo anterior teniendo en cuenta que la Constitución Política de 1991 en su artículo 13 
dispone que el Estado no solo tiene el deber de garantizar una igualdad formal, sino además 
asegurar una igualdad material y propender por la erradicación de las desigualdades, en 
especial de aquellos grupos tradicionalmente discriminados. Para ello, consideró 
indispensable eliminar todas las barreras que imposibiliten la igualdad material. Al respecto, 
esta Corporación en Sentencia T-772 de 2003 dispuso lo siguiente:  

 
“tal presupuesto implica que las autoridades están obligadas, en primer lugar, a 
promover por los medios que estimen conducentes la corrección de las visibles 
desigualdades sociales de nuestro país, para así facilitar la inclusión y participación 
de los débiles, marginados y vulnerables en la vida económica y social de la nación, 
y estimular un mejoramiento progresivo de las condiciones materiales de existencia 
de los sectores más deprimidos de la sociedad – que día a día se multiplican, y de 
hecho conforman, actualmente, la mayoría poblacional […]”  

 
El artículo 13 de la Carta Política establece una igualdad formal, que se encuentra 
enunciada en el inciso primero, el cual indica que “Todas las personas nacen libres e iguales 
ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”. Así mismo, 
contempla la igualdad material, por medio de la cual se confía al Estado la obligación de 
promover la igualdad real y efectiva.  
 
En procura de la materialización del principio de igualdad, esta Corporación ha concebido 
acciones afirmativas, entre ellas el enfoque diferencial, como un elemento primordial para 
su consecución, toda vez que da un trato diferente a aquellos sujetos desiguales, 
pretendiendo proteger a las personas que encuentren en situación de vulnerabilidad o 
debilidad manifiesta con base en los principios de equidad, participación e inclusión. Esto, 
con la finalidad de evitar la discriminación y la marginación de estos sujetos.  

 
 

Es por esta razón, y en virtud del principio de igualdad material, que es necesario por parte 
del Estado la formulación e implementación de políticas públicas con enfoque diferencial, 
dirigidas a la protección de aquellas personas que se encuentran en un estado de 
vulnerabilidad, todo ello con el fin de hacer efectivo el goce de sus derechos.  
 
Decantando en el objeto de la controversia que se contrae a la necesidad de que las 
políticas públicas en materia de vivienda cuenten con un enfoque diferencial, es importante 
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aclarar que el Estado, en cumplimiento del contenido prestacional de los derechos 
económicos, sociales y culturales,progresivamente ha venido elaborando y desarrollando 
políticas en esta materia. Un claro ejemplo es la Ley 1537 de 2012, en la cual se dispuso 
que las viviendas otorgadas por el Gobierno, producto de los proyectos financiados con los 
recursos dirigidos a los subsidios de vivienda, puede entregarse a título de subsidio de 
vivienda en especie. Además, estableció que dichos subsidios serán entregados según los 
criterios de priorización y focalización establecidos por el Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social. El artículo 12 de la Ley 1537, indicó la población a la que va dirigida 
la entrega de subsidio en especie y quienes son prioritarios para adquirirlos: 
 

Artículo 12. Subsidio en especie para población vulnerable. Las viviendas 
resultantes de los proyectos que se financien con los recursos destinados a otorgar 
subsidios familiares de vivienda por parte del Gobierno Nacional, así como los 
predios destinados y/o aportados a este fin por las entidades territoriales incluyendo 
sus bancos de Suelo o Inmobiliarios, se podrán asignar a título de subsidio en 
especie a los beneficiarios que cumplan con los requisitos de priorización y 
focalización que establezca el Gobierno Nacional a través del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social. 
 

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación de las viviendas a las que hace referencia el 
presente artículo beneficiará en forma preferente a la población que se encuentre en alguna 
de las siguientes condiciones: a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que 
tengan por objeto la superación de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango 
de pobreza extrema, b) que esté en situación de desplazamiento, c) que haya sido afectada 
por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o d) que se encuentre 
habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. Dentro de la población en estas condiciones, 
se dará prioridad a las mujeres y hombres cabeza de hogar, personas en situación de 
discapacidad y adultos mayores.” (Negrilla y subraya fuera del texto original) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se concluye que, para materializar el principio de igualdad, 
como lo dispone el artículo 13 Superior, son necesarias acciones afirmativas como los 
enfoques diferenciales. Es por ello que el Estado ha diseñado políticas en materia de 
vivienda con un enfoque diferencial respecto de distintas poblaciones vulnerables, sin tener 
en cuenta la protección que requieren las personas víctimas de violencia de género 
extrema.  
 
Cobra importancia la protección de las personas cuando son víctimas de violencia de 
género extrema, debido a que históricamente han sido discriminadas en razón de su 
género. Además, este tipo de violencia basada en la crueldad reduce al máximo el 
reconocimiento de la dignidad humana, pues, quien comete este tipo de actos cosifica a la 

mujer con el objetivo de causar en ella daños irreversibles a nivel físico y psicológico. Para 
la UNESCO:  
 

“La noción de “violencia extrema” tiende más bien a designar una forma de acción 
específica, un fenómeno social particular, que parece situarse en un “más allá de la 
violencia”. El calificativo “extrema”, colocado después del sustantivo, denota 
precisamente el exceso y, por consiguiente, una radicalidad sin límites de la 
violencia”. 

 
Debido a la gravedad de estas conductas, el Estado ha implementado, como bien se 
evidenció en el acápite cuarto de esta providencia, diferentes políticas de criminalización 
encaminadas a mitigar, proteger y sancionar la violencia de género, las cuales son 
indispensables para la reivindicación de los derechos de las mujeres. Sin embargo, en 
cuanto a los derechos económicos, sociales y culturales, como lo es el derecho a la 
vivienda, que para el caso objeto de estudio cobra importancia, el Estado no ha adoptado 
medidas tenientes a garantizar su consecución. Pues si bien, en materia de vivienda se han 
implementado políticas con enfoque diferencial como es la Ley 1537 de 2012 que da un 
trato preferente para aquellas poblaciones en condición de vulnerabilidad, se omitió tener 
en cuenta a las personas víctimas de la violencia género extrema, para quienes es 
indispensable la garantía de estos derechos para poder desarrollarse plenamente en la 
sociedad. Por lo anterior, resulta indispensable que el Estado promueva la elaboración de 
políticas públicas en materia de derechos económicos, sociales y culturales con un enfoque 
diferencial en materia de violencia de género extrema. 
 
3.3 VIOLENCIA DE GÉNERO EXTREMA 
 
El término violencia extrema hacia las mujeres o violencia de género extrema, ha sido 
definido para catalogar aquellos actos graves de violencia que se dirigen a individuos o 
grupos basados en su condición de género y dan como resultado un daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico.  
 
Esto incluye, pero no se limita a: violencia doméstica, violencia o explotación sexual, trata 
de personas, feminicidio, intento o amenaza de feminicidio, y/o el uso de la violencia contra 
las mujeres como una táctica deliberada de guerra. Con él se busca especificar un 
fenómeno que es parte de la violencia de género y que tiene prioridad dada la gravedad 
que reviste.  
 
En Colombia se ha legislado frente a casos de violencia extrema contra las mujeres, como 
en la violencia con ácidos o sustancias químicas, violencia sexual, la violencia sexual con 
ocasión del conflicto armado. Así mismo, en el año 2015 se expide la Ley 1761 que crea el 
tipo penal de feminicidio, como delito autónomo.  

En materia del derecho de las mujeres a una vida libre de violencias, la legislación y 
jurisprudencia en Colombia ha enfatizado en que todas las modalidades de agresiones 
contra ellas son graves y requieren la atención prioritaria y expedita del Estado. Empero, la 
Corte Constitucional mediante la sentencia T 531 de 2017 en comento, creó la categoría 
“violencia extrema” en casos de violencias contra las mujeres a propósito de los derechos 
económicos de ellas, pese a que en otros fallos y en la ley, tal figura no existía. 
Considerando lo anterior, el proyecto de ley presentado ofrece una definición específica de 
“violencia extrema”, acogiendo lo mandatado por la Corte Constitucional y esperando que 
sirva de herramienta a los operadores administrativos para darle efectivo cumplimiento a la 
norma, sin querer con ello minimizar o desconocer los otros tipos de violencia a los que se 
enfrentan las mujeres. 
 
3.4 CIFRAS VIOLENCIA DE GÉNERO EN COLOMBIA.  
 
 
 

 
 
FUENTE. CORPORACION SISMA MUJER- Comportamiento de las violencias contra niñas 
y mujeres en Colombia a partir del informe Forensis 2016 del Instituto Nacional de Medicina 
Legal1 

 
En boletín comparativo emitido por la Fiscalía entre los años 2016 y 20172 , Durante los 
meses de enero a octubre se realizaron 1.489 necropsias médico legales a mujeres cuya 

                                                             
1 https://www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2017/12/2017-Violencias-2016_-A-partir-de-
Forensis_18-07-2017.pdf  

manera de muerte fue el homicidio, hubo una variación porcentual positiva del 4 % (27 
casos) para el año 2017, comparado con lo registrado en el mismo periodo del año 2016.  
 
El mayor número de casos se presentó en mujeres con edades entre los 25 a 29 años (213 
casos). El agresor es desconocido en el 48 % de los casos (714) casos, le sigue la pareja 
o expareja con un 27 % (205) casos y los familiares ocupan el tercer lugar con un 3,5 % 
(52) casos.  
 
El INMLCF realizó en el periodo de tiempo analizado 15.082 exámenes médico legales por 
presunto delito sexual en el año 2016 y 16.814 en el 2017.Se presentó una variación 
porcentual del 11 % (1.732) casos más que los registrados 2016. El mayor número de casos 
(13.501) se concentra en las niñas de (10 a 14) años, seguido de las niñas entre (05 09) 
con 6.779 casos. El principal agresor es un familiar en el 41 % de los casos seguido de 
algún conocido en el 22 % de los casos. Mayo es el mes en el que más hechos se 
concentran. 
 
Se realizaron un total de 67.644 valoraciones por violencia interpersonal en mujeres de 
todas las edades; 34.754 en el año 2016 y 32.890 en el 2017. 
 
Se ha registrado una disminución en 1.864 casos. Los grupos de edad en los que se 
concentró el mayor número de casos son: de 20 a 24 años (11.722 casos), seguido del 
grupo de mujeres entre 25 a 29 años con (10.251casos). Las mujeres adultas mayor entre 
los 60 a 64 años fueron las más afectadas con 1.233 casos.  
 
Se realizaron 27.157 valoraciones médico legales en el contexto de la violencia intrafamiliar 
para el periodo de tiempo analizado; 13.422 en el año 2016 y 13.735 en el 2017. La violencia 
contra las mujeres en el ámbito intrafamiliar se incrementó en 313 casos, una variación 
porcentual del 2 %. La mujer adulto mayor es la más afectada con un incremento de 139 
casos lo que equivale a una variación del 20 %. En niñas y adolescentes se concentró en 
el grupo de edad de (10 a 14) años. Un incremento de 121 casos y una variación porcentual 
del 8%. En el 19 por ciento de los casos el principal agresor fue el hermano (a) seguido del 
padre con un 14 % y los hijos 11 %.  
 
Se realizaron 71.980 valoraciones médico legal en el contexto de esta violencia de pareja, 
con una disminución de 600 casos: 36.290 para el año 2016 y 35.690 en el año 2017.El 
compañero permanente es el principal agresor con un 57 % de los casos, seguido del ex 
compañero en un 34 % de los casos.  
 
Los actos de agresión pueden provenir de agentes estatales o de particulares, afectar la 
vida pública o privada de la mujer, presentarse en sus relaciones laborales, familiares, 
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afectivas, como también por fuera de éstas, tener consecuencias para su integridad física, 
moral o sicológica. 
 
3.5 MEDIDAS DE ATENCIÓN LEY 1257 DE 2008.  
 
El literal a) del artículo 19 de la ley 1257 de 2008, (Dec.4796/2011, Art. 7) estableció como 
medida de atención para las víctimas de violencia de género los servicios de habitación, 
consistentes en: - La prestación de servicios de habitación de forma directa por las EPS o 
a través de contratos con hoteles. - La asignación del subsidio monetario cuando la mujer 
decida no acceder a la prestación de servicios de habitación.  
 
Sin embargo, en el último informe de seguimiento a las medidas de la ley 1257 de 2008 
(20016-2017) el Ministerio de Salud y Protección Social reiteró las dificultades persistentes 
para su aplicación, principalmente por los siguientes aspectos2 : La incompatibilidad que 
existe entre los servicios definidos en el artículo 19 de la Ley 1257 de 2008 y el marco legal 
de las “Empresas Promotoras de Salud y Administradoras del Régimen Subsidiado”, 
quienes debido a su naturaleza jurídica no pueden brindar los servicios que abarcan las 
medidas de atención, en este sentido, el Ministerio señala que:  
 

 Al relacionarse directamente la naturaleza jurídica de las EAPB con el 
aseguramiento de la población en salud, estas empresas no pueden recibir recursos 
específicos, entre los cuales se encuentran los recursos destinados por el sector 
salud para la prestación de las medidas de atención.  

 Las IPS no pueden brindar alojamiento de acuerdo con lo definido en la Ley 1257.  
 Los servicios de alojamiento y alimentación para las mujeres víctimas de 

violencias, sus hijos e hijas, no corresponden a la definición de una atención 
sanitaria, por lo cual no puede estar cubierta con la UPC.  
 
 

Ante la necesidad de brindar una real aplicación de las medidas de atención y una 
viabilizara de los recursos, la ley 1753 de 2015 estableció, que en los términos que definiera 
el MSPS los recursos asignados para la implementación de las medidas de atención, serían 
transferidos a las entidades territoriales con el fin de que estas fueran implementadas a su 
cargo.  
Pese a ello, en el mismo informe ciudades como Leticia manifestaron, que por ser un 
municipio de categoría 6, los recursos con los que cuenta son escasos y, por tanto, no ha 
podido dar cumplimiento a las medidas de atención establecidas en la Ley 1257 de 2008.  
Es bajo este panorama en donde el criterio de priorización de subsidio de vivienda se 
articula como una manera de promover una salida definitiva a lo protección de las mujeres 

                                                             
2 http://www.equidadmujer.gov.co/ejes/Documents/Informe-Congreso-Ley-1257-2016-2017.pdf  

 
víctimas de violencia de género que dada las fallas del sistema en la implementación de las 
medidas de atención de habitación no han podido acceder a una verdadera garantía de 
protección o que está a sido de forma temporal sin resolver la problemática de fondo.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES. 
 

TEXTO APROBADO EN 
PRIMER DEBATE 

TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE 

JUSTIFICACIÓN  

Por medio de la cual se dictan 
disposiciones de acceso 

prioritario a los programas de 
vivienda digna a las mujeres 

víctimas de violencia de género 
extrema y se dictan otras 

disposiciones. 

SIN MODIFICACIONES SIN MODIFICACIONES 

ARTÍCULO 1. OBJETO DE LA 
INICIATIVA. La presente ley tiene 
por objeto establecer medidas 
para garantizar el acceso 
prioritario de las mujeres víctimas 
de violencia de género extrema al 
subsidio de vivienda en especie 
para población vulnerable, previo 
cumplimiento de los requisitos 
legales para ser beneficiario en 
forma preferente en los términos 
del artículo 12 de ley 1537 de 
2012 

SIN MODIFICACIONES SIN MODIFICACIONES 

 
ARTÍCULO 2°. VIOLENCIA DE 
GÉNERO EXTREMA. Por 
violencia de género extrema se 
entiende toda acción u omisión 
que cause un daño o sufrimiento 
físico, sexual, psicológico, 
patrimonial; excesivo, grave e 
irreparable por su condición de 
género. Entre otras, las víctimas 
de las siguientes conductas: 
  

1. La tentativa de cualquiera 
de los delitos contra la 
vida prescritos en el 
Capítulo II del Título I del 
Libro II de la Ley 599 de 
2000, o la que haga sus 
veces en particular el 
feminicidio. 

 

 

 

 

 

2. Las lesiones personales 
consagradas en el 
Capítulo III del Título I del 
Libro II de la Ley 599 de 
2000 o la que haga sus 
veces, en particular los 
ataques con agentes 
químicos, y todas las 
formas de maltrato físico o 
psicológico que deje 
secuelas permanentes en 
la salud de la víctima, 

ARTÍCULO 2°. VIOLENCIA DE 
GÉNERO EXTREMA. Por 
violencia de género extrema se 
entiende toda acción u omisión 
que cause un daño o 
sufrimiento físico, sexual, 
psicológico, patrimonial; 
excesivo, grave e irreparable 
por su condición de género. 
Entre otras, las víctimas de las 
siguientes conductas: 
  

1. La tentativa de 
cualquiera de los delitos 
contra la vida prescritos 
en el Capítulo II del 
Título I del Libro II de la 
Ley 599 de 2000, o la 
que haga sus veces en 
particular el feminicidio, 
siempre que los actos 
preparatorios y/o 
ejecutivos realizados 
impliquen daño o 
sufrimiento físico, 
sexual, psicológico, 
patrimonial; excesivo, 
grave e irreparable.  

2. Las lesiones personales 
consagradas en el 
Capítulo III del Título I 
del Libro II de la Ley 599 
de 2000 o la que haga 
sus veces, en particular 
los ataques con agentes 
químicos, y todas las 
formas de maltrato físico 
o psicológico que deje 
secuelas permanentes 
en la salud de la víctima, 
como deformidades 

Atendiendo a las 
observaciones realizadas 
en primer debate, se 
restringe la interpretación 
frente a los actos que 
constituyen violencia de 
género extrema bajo la 
amplificación de los tipos 
penales (tentativa) de 
delitos contra la vida.   

como deformidades 
físicas, o incapacidades 
médicas superiores a 30 
días. 

3. Delitos en contra la 
Libertad, Integridad y 
formación sexual en los 
términos del Título IV de la 
Ley 599 de 2000 o la 
disposición que haga sus 
veces. 

4. Cualquier destrucción, 
gravamen, o daño 
irreversible a los bienes 
muebles e inmuebles de la 
mujer víctima o de los 
bienes que en común 
tenga con la persona que 
le agrede 

  
  

Parágrafo 1°. Para efectos de la 
presente ley, la calidad de víctima 
de violencia género extrema se 
acredita de acuerdo al nivel de 
afectación de la salud física y/o 
mental de la mujer víctima, 
consignada en la historia clínica, 
la valoración hecha por Instituto 
Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses -INMLCF- o el 
dictamen de un profesional del 
área de la salud realizado en el 
proceso de reconocimiento de las 
medida de protección y atención 
expedida por las comisarías de 
familia; el juez de control de 
garantías, el juez de conocimiento 
en las sentencias condenatorias, 
la Fiscalía General de la Nación 

físicas, o incapacidades 
médicas superiores a 30 
días. 

3. Delitos en contra la 
Libertad, Integridad y 
formación sexual en los 
términos del Título IV de 
la Ley 599 de 2000 o la 
disposición que haga 
sus veces. 

4. Cualquier destrucción, 
gravamen, o daño 
irreversible a los bienes 
muebles e inmuebles de 
la mujer víctima o de los 
bienes que en común 
tenga con la persona 
que le agrede 

  
  

Parágrafo 1°. Para efectos de 
la presente ley, la calidad de 
víctima de violencia género 
extrema se acredita de acuerdo 
al nivel de afectación de la salud 
física y/o mental de la mujer 
víctima, consignada en la 
historia clínica, la valoración 
hecha por Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias 
Forenses -INMLCF- o el 
dictamen de un profesional del 
área de la salud realizado en el 
proceso de reconocimiento de 
las medida de protección y 
atención expedida por las 
comisarías de familia; el juez de 
control de garantías, el juez de 
conocimiento en las sentencias 
condenatorias, la Fiscalía 
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en forma provisional, o la 
autoridad competente según 
corresponda, y siempre que, en 
virtud de dicha afectación, la 
mujer requiera o haya requerido 
medidas de protección y atención 
contempladas en la ley 1257 de 
2008 o las normas que la 
complementen, sustituyan o 
reglamenten. 
  
Parágrafo 2º.El Gobierno 
Nacional a través de la 
Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer y el 
Observatorio de Asuntos de 
Género, realizará el respectivo 
acompañamiento para las labores 
de información, monitoreo y 
seguimiento correspondientes 
para la correcta acreditación de 
las condiciones de las víctimas de 
violencia de género extrema. 
  
Parágrafo 3º. La calidad de 
víctima de violencia de género 
extrema también podrá 
acreditarse a través del Registro 
Único de Víctimas de que trata la 
Ley 1448 de 2011 prorrogada por 
la Ley 2078 de 2021, siempre que 
el hecho victimizante sea con 
ocasión al género. 
 

General de la Nación en forma 
provisional, o la autoridad 
competente según 
corresponda, y siempre que, en 
virtud de dicha afectación, la 
mujer requiera o haya requerido 
medidas de protección y 
atención contempladas en la ley 
1257 de 2008 o las normas que 
la complementen, sustituyan o 
reglamenten. 
  
Parágrafo 2º.El Gobierno 
Nacional a través de la 
Consejería Presidencial para la 
Equidad de la Mujer y el 
Observatorio de Asuntos de 
Género, realizará el respectivo 
acompañamiento para las 
labores de información, 
monitoreo y seguimiento 
correspondientes para la 
correcta acreditación de las 
condiciones de las víctimas de 
violencia de género extrema. 
  
Parágrafo 3º. La calidad de 
víctima de violencia de género 
extrema también podrá 
acreditarse a través del 
Registro Único de Víctimas de 
que trata la Ley 1448 de 2011 
prorrogada por la Ley 2078 de 
2021, siempre que el hecho 
victimizante sea con ocasión al 
género. 
 

ARTÍCULO 3°. Modifíquese el 
artículo 12 de la ley 1537 de 2012, 
el cual quedará así. 

SIN MODIFICACIONES SIN MODIFICACIONES 

Artículo 12. Subsidio en especie 
para población vulnerable. Las 
viviendas resultantes de los 
proyectos que se financien con los 
recursos destinados a otorgar 
subsidios familiares de vivienda 
por parte del Gobierno Nacional, 
así como los predios destinados 
y/o aportados a este fin por las 
entidades territoriales incluyendo 
sus bancos de Suelo o 
Inmobiliarios, se podrán asignar a 
título de subsidio en especie a los 
beneficiarios que cumplan con los 
requisitos de priorización y 
focalización que establezca el 
Gobierno Nacional a través del 
Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social. 

Sin perjuicio de lo anterior, la 
asignación de las viviendas a las 
que hace referencia el presente 
artículo beneficiará en forma 
preferente a la población que se 
encuentre en alguna de las 
siguientes condiciones: 

a) que esté vinculada a programas 
sociales del Estado que tengan 
por objeto la superación de la 
pobreza extrema o que se 
encuentre dentro del rango de 
pobreza extrema, 

b) que se encuentre en el Registro 
Único de Víctimas de que trata la 
Ley 1448 de 2011; prorrogada por 
la Ley 2078 de 2021. 

 
c) que haya sido afectada por 
desastres naturales, calamidades 
públicas o emergencias y/o 

d) que se encuentre habitando en 
zonas de alto riesgo no mitigable. 

Dentro de la población en estas 
condiciones, se dará prioridad a 
las mujeres y hombres cabeza de 
hogar, personas en situación de 
discapacidad, adultos mayores y 
mujeres víctimas de violencia de 
género extrema que requieran o 
hayan requerido medidas de 
protección y atención para 
habitación de acuerdo con la ley 
1257 de 2008 o la que haga sus 
veces y decretos reglamentarios.  

Las entidades territoriales que 
aporten o transfieran recursos o 
predios, según lo previsto en este 
artículo podrán participar en la 
fiducia o patrimonio autónomo que 
se constituya. 

Parágrafo 1°. El Gobierno 
Nacional revocará la asignación 
del Subsidio Familiar de Vivienda 
a que hace referencia este artículo 
y restituirá su titularidad, cuando 
los beneficiarios incumplan las 
condiciones de los programas 
sociales del Gobierno Nacional o 
del reglamento que éste expida en 
relación con las responsabilidades 
de los beneficiarios, y de acuerdo 
con el procedimiento que se 
establezca en el mismo. 

 
Parágrafo 2°. En todo caso, el 
valor de la vivienda otorgada a 
título de subsidio en especie podrá 
superar el valor del subsidio que 
haya sido asignado en dinero 
antes de la entrada en vigencia de 
la presente ley, cuando el mismo 
sea aportado a los patrimonios por 
parte de sus beneficiarios. 

Parágrafo 3°. El Departamento 
Administrativo para la Prosperidad 
Social (DPS) elaborará el listado 
de personas y familias 
potencialmente elegibles en cada 
Municipio y Distrito, la focalización 
de mujeres víctimas de violencia 
de género extrema que requieran 
o hayan requerido medidas de 
protección y atención para 
habitación de acuerdo con la Ley 
1257 de 2008 o la que haga sus 
veces y sus decretos 
reglamentarios se realizará 
teniendo en cuenta la información 
suministrada por la Fiscalía 
General de la Nación, o los demás 
criterios que se definan por parte 
del Gobierno Nacional. Con base 
en este listado y atendiendo los 
criterios de focalización, se 
seleccionarán los beneficiarios del 
programa del Subsidio Familiar 
100% de Vivienda en especie, con 
la participación del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad 
Social, de los alcaldes y del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio a través del Fondo 
Nacional de Vivienda, en los 
municipios y distritos donde se 
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adelanten los proyectos de 
Vivienda de Interés Social 
prioritario. 

Tratándose de la identificación de 
los hogares localizados en zonas 
de alto riesgo no mitigable, los 
alcaldes municipales y distritales 
en articulación con las 
autoridades departamentales y/o 
municipales,  las comisarías de 
familia, secretarías de la mujer y/o 
enlaces de género de cada 
territorio y el sector Justicia 
definirán y entregarán, al 
Departamento Administrativo para 
la Prosperidad Social (DPS) y al 
Fondo Nacional de Vivienda, el 
listado de hogares potencialmente 
beneficiarios teniendo en cuenta, 
entre otros, lo previsto en el 
artículo 5o de la Ley 2ª de 1991 
que modifica el artículo 56 de la 
Ley 9ª de 1989. 

Parágrafo 4°. Cuando las 
solicitudes de postulantes, que 
cumplan con los requisitos de 
asignación para el programa del 
subsidio familiar 100% de vivienda 
en especie excedan las 
soluciones de vivienda que se van 
a entregar en los proyectos de 
Vivienda de Interés Prioritario que 
se realicen en el municipio o 
distrito, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad 
Social (DPS) realizará un sorteo 
para definir los postulantes 
beneficiarios del subsidio familiar 
100% de vivienda en especie, de 

 
conformidad con los criterios de 
priorización establecidos en la 
presente ley, cuando no existan 
otros criterios de calificación, para 
dirimir el empate. 

Parágrafo 5°. Los datos 
personales aportados como 
prueba para la obtención de los 
beneficios descritos en el 
presente artículo, serán tratados 
conforme a la Ley Estatutaria 
1581 de 2012 o la que haga sus 
veces. 

ARTÍCULO 4°. El Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, junto 
con el Departamento 
Administrativo de la Prosperidad 
Social (DPS) reglamentarán en el 
término de seis (6) meses, 
contados a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, la 
aplicación del criterio preferente 
de acceso a las víctimas de 
violencia de género extrema y el 
mecanismo para su focalización 
en los términos del artículo 
anterior. 

Superado este término de tiempo 
el Gobierno Nacional conservará 
su facultad reglamentaria. 

SIN MODIFICACIONES SIN MODIFICACIONES 

ARTÍCULO 5°. VIGENCIA Y 
DEROGATORIAS. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las demás 

SIN MODIFICACIONES 
SIN MODIFICACIONES 

disposiciones que le sean 
contrarias.  

 
 
 

VII.  PROPOSICIÓN 
 

De acuerdo con las anteriores consideraciones, presentamos ponencia positiva para 
segundo debate y ponemos en consideración de la Honorable Plenaria de la Cámara de 
Representantes el texto propuesto propuesto para que esta Honorable célula legislativa se 
sirva dar trámite al segundo debate y aprobar el Proyecto de ley No. 587 del 2021 cámara 
y 012 del 2020 Senado “Por medio de la cual se dictan medidas de acceso prioritario 
a los programas de vivienda digna a las mujeres víctimas de violencia de género 
extremas y se dictan otras disposiciones”, de conformidad con el texto adjunto. 
 
 
De los Honorables Representantes, 

 
 
FABER ALBERTO MUÑOZ CERÓN  
Coordinador Ponente  

 

 
JAIRO HUMBERTO CRISTO CORREA  
Ponente 
 
 

 
JUAN CARLOS REINALES AGUDELO 
Ponente 
 

 
 
 

VIII. TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE EN CÁMARA PROYECTO DE 
LEY N° 587 DE 2021 CÁMARA 

“Por medio de la cual se dictan medidas de acceso prioritario a los programas de vivienda 
digna a las mujeres víctimas de violencia de género extremas y se dictan otras 
disposiciones” 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1. OBJETO DE LA INICIATIVA. La presente ley tiene por objeto establecer 
medidas para garantizar el acceso prioritario de las mujeres víctimas de violencia de género 
extrema al subsidio de vivienda en especie para población vulnerable, previo cumplimiento 
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de los requisitos legales para ser beneficiario en forma preferente en los términos del 
artículo 12 de ley 1537 de 2012 
  
ARTÍCULO 2°. VIOLENCIA DE GÉNERO EXTREMA. Por violencia de género extrema se 
entiende toda acción u omisión que cause un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, 
patrimonial; excesivo, grave e irreparable por su condición de género. Entre otras, las 
víctimas de las siguientes conductas: 
  

1. La tentativa de cualquiera de los delitos contra la vida prescritos en el Capítulo II 
del Título I del Libro II de la Ley 599 de 2000, o la que haga sus veces en particular 
el feminicidio, siempre que los actos preparatorios y/o ejecutivos realizados 
impliquen daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, patrimonial; excesivo, grave 
e irreparable. 

2. Las lesiones personales consagradas en el Capítulo III del Título I del Libro II de la 
Ley 599 de 2000 o la que haga sus veces, en particular los ataques con agentes 
químicos, y todas las formas de maltrato físico o psicológico que deje secuelas 
permanentes en la salud de la víctima, como deformidades físicas, o incapacidades 
médicas superiores a 30 días. 

3. Delitos en contra la Libertad, Integridad y formación sexual en los términos del Título 
IV de la Ley 599 de 2000 o la disposición que haga sus veces. 

4. Cualquier destrucción, gravamen, o daño irreversible a los bienes muebles e 
inmuebles de la mujer víctima o de los bienes que en común tenga con la persona 
que le agrede 

  
  

Parágrafo 1°. Para efectos de la presente ley, la calidad de víctima de violencia género 
extrema se acredita de acuerdo al nivel de afectación de la salud física y/o mental de la 
mujer víctima, consignada en la historia clínica, la valoración hecha por Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses -INMLCF- o el dictamen de un profesional del área 
de la salud realizado en el proceso de reconocimiento de las medida de protección y 
atención expedida por las comisarías de familia; el juez de control de garantías, el juez de 
conocimiento en las sentencias condenatorias, la Fiscalía General de la Nación en forma 
provisional, o la autoridad competente según corresponda, y siempre que, en virtud de 
dicha afectación, la mujer requiera o haya requerido medidas de protección y atención 
contempladas en la ley 1257 de 2008 o las normas que la complementen, sustituyan o 
reglamenten. 
  
Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional a través de la Consejería Presidencial para la Equidad 
de la Mujer y el Observatorio de Asuntos de Género, realizará el respectivo 
acompañamiento para las labores de información, monitoreo y seguimiento 

correspondientes para la correcta acreditación de las condiciones de las víctimas de 
violencia de género extrema. 
  
Parágrafo 3º. La calidad de víctima de violencia de género extrema también podrá 
acreditarse a través del Registro Único de Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011 
prorrogada por la Ley 2078 de 2021, siempre que el hecho victimizante sea con ocasión al 
género. 

ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 12 de la ley 1537 de 2012, el cual quedará así. 

Artículo 12. Subsidio en especie para población vulnerable. Las viviendas resultantes de 
los proyectos que se financien con los recursos destinados a otorgar subsidios familiares 
de vivienda por parte del Gobierno Nacional, así como los predios destinados y/o aportados 
a este fin por las entidades territoriales incluyendo sus bancos de Suelo o Inmobiliarios, se 
podrán asignar a título de subsidio en especie a los beneficiarios que cumplan con los 
requisitos de priorización y focalización que establezca el Gobierno Nacional a través del 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. 

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación de las viviendas a las que hace referencia el 
presente artículo beneficiará en forma preferente a la población que se encuentre en alguna 
de las siguientes condiciones: 

a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la superación 
de la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema, 

b) que se encuentre en el Registro Único de Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011; 
prorrogada por la Ley 2078 de 2021. 

c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias 
y/o 

d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable. 

Dentro de la población en estas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y hombres 
cabeza de hogar, personas en situación de discapacidad, adultos mayores y mujeres 
víctimas de violencia de género extrema que requieran o hayan requerido medidas de 
protección y atención para habitación de acuerdo con la ley 1257 de 2008 o la que haga 
sus veces y decretos reglamentarios.  

Las entidades territoriales que aporten o transfieran recursos o predios, según lo previsto 
en este artículo podrán participar en la fiducia o patrimonio autónomo que se constituya. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional revocará la asignación del Subsidio Familiar de 
Vivienda a que hace referencia este artículo y restituirá su titularidad, cuando los 
beneficiarios incumplan las condiciones de los programas sociales del Gobierno Nacional o 
del reglamento que éste expida en relación con las responsabilidades de los beneficiarios, 
y de acuerdo con el procedimiento que se establezca en el mismo. 

Parágrafo 2°. En todo caso, el valor de la vivienda otorgada a título de subsidio en especie 
podrá superar el valor del subsidio que haya sido asignado en dinero antes de la entrada 
en vigencia de la presente ley, cuando el mismo sea aportado a los patrimonios por parte 
de sus beneficiarios. 

Parágrafo 3°. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) elaborará 
el listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio y Distrito, la 
focalización de mujeres víctimas de violencia de género extrema que requieran o hayan 
requerido medidas de protección y atención para habitación de acuerdo con la Ley 1257 de 
2008 o la que haga sus veces y sus decretos reglamentarios se realizará teniendo en cuenta 
la información suministrada por la Fiscalía General de la Nación, o los demás criterios que 
se definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado y atendiendo los 
criterios de focalización, se seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio 
Familiar 100% de Vivienda en especie, con la participación del Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social, de los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
a través del Fondo Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten 
los proyectos de Vivienda de Interés Social prioritario. 

Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo no 
mitigable, los alcaldes municipales y distritales en articulación con las autoridades 
departamentales y/o municipales,  las comisarías de familia, secretarías de la mujer y/o 
enlaces de género de cada territorio y el sector Justicia definirán y entregarán, al 
Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) y al Fondo Nacional de 
Vivienda, el listado de hogares potencialmente beneficiarios teniendo en cuenta, entre 
otros, lo previsto en el artículo 5o de la Ley 2ª de 1991 que modifica el artículo 56 de la Ley 
9ª de 1989. 

Parágrafo 4°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos de 
asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie excedan las 
soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de Vivienda de Interés 
Prioritario que se realicen en el municipio o distrito, el Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social (DPS) realizará un sorteo para definir los postulantes beneficiarios del 
subsidio familiar 100% de vivienda en especie, de conformidad con los criterios de 
priorización establecidos en la presente ley, cuando no existan otros criterios de calificación, 
para dirimir el empate. 

Parágrafo 5°. Los datos personales aportados como prueba para la obtención de los 
beneficios descritos en el presente artículo, serán tratados conforme a la Ley Estatutaria 
1581 de 2012 o la que haga sus veces. 

ARTÍCULO 4°. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, junto con el Departamento 
Administrativo de la Prosperidad Social (DPS) reglamentarán en el término de seis (6) 
meses, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la aplicación del 
criterio preferente de acceso a las víctimas de violencia de género extrema y el mecanismo 
para su focalización en los términos del artículo anterior. 

Superado este término de tiempo el Gobierno Nacional conservará su facultad 
reglamentaria. 

ARTÍCULO 5°. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias. 

De los Honorables Representantes, 

FABER ALBERTO MUÑOZ CERÓN 
Coordinador Ponente  

JAIRO HUMBERTO CRISTO CORREA  
Ponente 

JUAN CARLOS REINALES AGUDELO
Ponente
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Rama Legislativa del Poder Público 
Comisión Séptima Constitucional Permanente 

Legislatura 2021-2022 
 
  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY No. 587 
DEL 2020 CÁMARA Y 012 DEL 2020 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE DICTAN 
MEDIDAS DE ACCESO PRIORITARIO A LOS PROGRAMAS DE VIVIENDA DIGNA A LAS 
MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO EXTREMAS Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 

(Aprobado en la Sesión virtual del 28 de julio de 2021, Comisión VII Constitucional 
Permanente de la H. Cámara de Representantes, Acta No. 03) 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
ARTÍCULO 1. OBJETO DE LA INICIATIVA. La presente ley tiene por objeto establecer 
medidas para garantizar el acceso prioritario de las mujeres víctimas de violencia de género 
extrema al subsidio de vivienda en especie para población vulnerable, previo cumplimiento de 
los requisitos legales para ser beneficiario en forma preferente en los términos del artículo 12 
de ley 1537 de 2012 
 
ARTÍCULO 2°. VIOLENCIA DE GÉNERO EXTREMA. Por violencia de género extrema se 
entiende toda acción u omisión que cause un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, 
patrimonial; excesivo, grave e irreparable por su condición de género. Entre otras, las víctimas 
de las siguientes conductas: 
 

a. La tentativa de cualquiera de los delitos contra la vida prescritos en el Capítulo II del 
Título I del Libro II de la Ley 599 de 2000, o la que haga sus veces en particular el 
feminicidio.  

b. Las lesiones personales consagradas en el Capítulo III del Título I del Libro II de la Ley 
599 de 2000 o la que haga sus veces, en particular los ataques con agentes químicos, 
y todas las formas de maltrato físico o psicológico que deje secuelas permanentes en la 
salud de la víctima, como deformidades físicas, o incapacidades médicas superiores a 
30 días.  

c. Delitos en contra la Libertad, Integridad y formación sexual en los términos del Título IV 
de la Ley 599 de 2000 o la disposición que haga sus veces.  

d. Cualquier destrucción, gravamen, o daño irreversible a los bienes muebles e inmuebles 
de la mujer víctima o de los bienes que en común tenga con la persona que le agrede 
 
 

Parágrafo 1°. Para efectos de la presente ley, la calidad de víctima de violencia género extrema 
se acredita de acuerdo al nivel de afectación de la salud física y/o mental de la mujer víctima, 
consignada en la historia clínica, la valoración hecha por Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses -INMLCF- o el dictamen de un profesional del área de la salud realizado en 
el proceso de reconocimiento de las medida de protección y atención expedida por las 
comisarías de familia; el juez de control de garantías, el juez de conocimiento en las sentencias 
condenatorias, la Fiscalía General de la Nación en forma provisional, o la autoridad competente 

según corresponda, y siempre que, en virtud de dicha afectación, la mujer requiera o haya 
requerido medidas de protección y atención contempladas en la ley 1257 de 2008 o las normas 
que la complementen, sustituyan o reglamenten. 
 
Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional a través de la Consejería Presidencial para la Equidad de 
la Mujer y el Observatorio de Asuntos de Género, realizará el respectivo acompañamiento para 
las labores de información, monitoreo y seguimiento correspondientes para la correcta 
acreditación de las condiciones de las víctimas de violencia de género extrema. 
 
Parágrafo 3º. La calidad de víctima de violencia de género extrema también podrá acreditarse 
a través del Registro Único de Victimas de que trata la Ley 1448 de 2011 prorrogada por la 
Ley 2078 de 2021, siempre que el hecho victimizante sea con ocasión al género. 

ARTÍCULO 3°. Modifíquese el artículo 12 de la ley 1537 de 2012, el cual quedará así. 

Artículo 12. Subsidio en especie para población vulnerable. Las viviendas resultantes de los 
proyectos que se financien con los recursos destinados a otorgar subsidios familiares de 
vivienda por parte del Gobierno Nacional, así como los predios destinados y/o aportados a este 
fin por las entidades territoriales incluyendo sus bancos de Suelo o Inmobiliarios, se podrán 
asignar a título de subsidio en especie a los beneficiarios que cumplan con los requisitos de 
priorización y focalización que establezca el Gobierno Nacional a través del Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social. 

Sin perjuicio de lo anterior, la asignación de las viviendas a las que hace referencia el presente 
artículo beneficiará en forma preferente a la población que se encuentre en alguna de las 
siguientes condiciones:  

a) que esté vinculada a programas sociales del Estado que tengan por objeto la superación de 
la pobreza extrema o que se encuentre dentro del rango de pobreza extrema,  

b) que se encuentre en el Registro Único de Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011; 
prorrogada por la Ley 2078 de 2021.  

c) que haya sido afectada por desastres naturales, calamidades públicas o emergencias y/o  

d) que se encuentre habitando en zonas de alto riesgo no mitigable.  

Dentro de la población en estas condiciones, se dará prioridad a las mujeres y hombres cabeza 
de hogar, personas en situación de discapacidad, adultos mayores y mujeres víctimas de 
violencia de género extrema que requieran o hayan requerido medidas de protección y atención 
para habitación de acuerdo con la ley 1257 de 2008 o la que haga sus veces y decretos 
reglamentarios.   

Las entidades territoriales que aporten o transfieran recursos o predios, según lo previsto en 
este artículo podrán participar en la fiducia o patrimonio autónomo que se constituya. 

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional revocará la asignación del Subsidio Familiar de Vivienda a 
que hace referencia este artículo y restituirá su titularidad, cuando los beneficiarios incumplan 
las condiciones de los programas sociales del Gobierno Nacional o del reglamento que éste 
expida en relación con las responsabilidades de los beneficiarios, y de acuerdo con el 
procedimiento que se establezca en el mismo. 

Parágrafo 2°. En todo caso, el valor de la vivienda otorgada a título de subsidio en especie 
podrá superar el valor del subsidio que haya sido asignado en dinero antes de la entrada en 
vigencia de la presente ley, cuando el mismo sea aportado a los patrimonios por parte de sus 
beneficiarios. 

Parágrafo 3°. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) elaborará el 
listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio y Distrito, la 
focalización de mujeres víctimas de violencia de género extrema que requieran o hayan 
requerido medidas de protección y atención para habitación de acuerdo con la Ley 1257 de 2008 
o la que haga sus veces y sus decretos reglamentarios se realizará teniendo en cuenta la 
información suministrada por la Fiscalía General de la Nación, o los demás criterios que se 
definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado y atendiendo los criterios de 
focalización, se seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% de 
Vivienda en especie, con la participación del Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social, de los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo 
Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos de Vivienda 
de Interés Social prioritario. 

Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo no mitigable, 
los alcaldes municipales y distritales en articulación con las autoridades departamentales y/o 
municipales,  las comisarías de familia, secretarías de la mujer y/o enlaces de género de cada 
territorio y el sector Justicia definirán y entregarán, al Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social (DPS) y al Fondo Nacional de Vivienda, el listado de hogares potencialmente 
beneficiarios teniendo en cuenta, entre otros, lo previsto en el artículo 5o de la Ley 2ª de 1991 
que modifica el artículo 56 de la Ley 9ª de 1989. 

Parágrafo 4°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos de 
asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie excedan las 
soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de Vivienda de Interés Prioritario 
que se realicen en el municipio o distrito, el Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social (DPS) realizará un sorteo para definir los postulantes beneficiarios del subsidio familiar 
100% de vivienda en especie, de conformidad con los criterios de priorización establecidos en 
la presente ley, cuando no existan otros criterios de calificación, para dirimir el empate. 

Parágrafo 5°. Los datos personales aportados como prueba para la obtención de los beneficios 
descritos en el presente artículo, serán tratados conforme a la Ley Estatutaria 1581 de 2012 o 
la que haga sus veces. 

ARTÍCULO 4°. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, junto con el Departamento 
Administrativo de la Prosperidad Social (DPS) reglamentarán en el término de seis (6) meses, 

contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, la aplicación del criterio preferente 
de acceso a las víctimas de violencia de género extrema y el mecanismo para su focalización 
en los términos del artículo anterior. 

Superado este término de tiempo el Gobierno Nacional conservará su facultad reglamentaria. 

ARTÍCULO 5°. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las demás disposiciones que le sean contrarias.  
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 457 DE 2020 CÁMARA

por la cual se reglamentan las bibliotecas escolares, se garantiza su funcionamiento, operación  
y sostenibilidad en todos los establecimientos educativos del país y se dictan otras disposiciones.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN  DEL DÍA DOCE (12)  DE MAYO  DE 2021, AL 
PROYECTO DE LEY No. 457 de 2020  CÁMARA  

 
“POR LA CUAL SE REGLAMENTAN LAS BIBLIOTECAS ESCOLARES, SE 
GARANTIZA SU FUNCIONAMIENTO, OPERACIÓN Y SOSTENIBILIDAD EN 
TODOS LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS DEL PAÍS Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES.” 

 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto reglamentar las Bibliotecas 
Escolares y garantizar su funcionamiento, operación y sostenibilidad en todos los 
establecimientos educativos que ofrezcan el servicio público de educación formal, 
por niveles, ciclos y grados dentro del territorio nacional. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. La presente ley aplica a todos los 
establecimientos educativos estatales y privados que ofrezcan el servicio público 
de educación formal, que presten servicios por niveles, ciclos y grados en el 
sistema de educación preescolar, básica y media. 

 

Artículo 3. Definiciones. Para los efectos previstos en esta ley se usan las 
siguientes definiciones: 

 

1. Biblioteca escolar. La Biblioteca Escolar prevista en la Ley 115 de 1994 y 
demás normas, es un dispositivo pedagógico esencial dentro de los 
establecimientos educativos para mejorar la calidad de la educación y garantizar la 

equidad en el acceso al conocimiento, que contribuye a la constitución de 
comunidades lectoras, escritoras, hablantes y escuchas. En ella se reúnen, 
ordenan y ponen en circulación los recursos que el establecimiento dispone para 
la democratización del acceso a la información, fomentando la lectura, la 
investigación, la contextualización de saberes y el apoyo de los aprendizajes de 
toda la comunidad educativa, convirtiéndose en parte integral del Proyecto 
Educativo Institucional (PEI) y el Currículo. 

 

La Biblioteca Escolar es un espacio diferenciado de la biblioteca pública, la 
biblioteca de aula, el bibliobanco o cualquier otro contexto bibliotecario dentro y 
fuera del establecimiento educativo, sin perjuicio de la necesaria coordinación y 
fines compartidos entre estos. 

 

2. Articulación de servicios bibliotecarios. Son las estrategias obligatorias que 
deben ejecutar las sedes principales de los establecimientos educativos para 
garantizar la presencia permanente de los servicios bibliotecarios en las sedes 
adscritas, instituciones o centros educativos que estén a su cargo.  

 

3. Libro. Obra científica, artística, literaria, cultural o de cualquier otra cualidad que 
constituye una publicación unitaria en uno o varios volúmenes y que puede fijarse 
en cualquier soporte impreso, analógico, digital u otro conocido o por conocer 
siempre que sea susceptible de lectura. 

 

4. Bibliobanco. Se conforma con textos escolares de las diferentes áreas de 
estudio, cuadernos de trabajo, guías de docentes, libros de plan lector, además de 
aquellos materiales de los que hay más de cinco copias ya sean de referencia 
(como los diccionarios o atlas) o de literatura. Su deber es cumplir la función de 
complemento del trabajo pedagógico cotidiano.   

 

5.  Bibliotecas de aula. Se conforman por colecciones pequeñas de materiales de 
uso inmediato, como recurso para el desarrollo de las clases de las diferentes 
disciplinas. Generalmente están compuestas por los materiales que requieren uso 

frecuente durante un mes o periodo escolar (obtenidos en préstamo de la 
biblioteca escolar), además de los textos escolares y los de consulta de los 
estudiantes, prestados del bibliobanco.  

 

6. Biblioteca pública estatal. Biblioteca pública del orden nacional, 
departamental, distrital o municipal, que pertenece o es organizada por el Estado 
en sus diversos niveles territoriales de conformidad con la Ley 1379 de 2010. 

 

7. Colección rotativa. Estas son colecciones que se organizan desde la 
biblioteca, para llevarlas a los salones como parte de la biblioteca de aula, pero 
por un tiempo corto, de manera que continúen rotando o haciendo su recorrido por 
otros salones. 

 

8. Maletas viajeras o mochilas. Son colecciones itinerantes de libros y otros 
materiales de lectura que se organizan en relación con el contexto geográfico, 
social y cultural de la comunidad educativa y de la conformación del grupo familiar 
que la requiera. Su fin es desarrollar estrategias de lectura con la comunidad 
educativa y promover la articulación, intercambio y circulación de materiales entre 
diferentes sedes de un mismo establecimiento educativo. 

 

9. Acervo bibliográfico o documental. Conjunto de libros y documentos que 
hacen parte de una biblioteca escolar. Este término puede usarse similarmente al 
de colección o bibliobanco. 

  

10. Dotación bibliotecaria escolar. Conjunto de elementos necesarios para la 
prestación de los servicios bibliotecarios. Incluye todos los tipos de recursos: 
acervos bibliográficos o documentales, mobiliario, equipos, tecnología, recursos de 
comunicaciones o financieros y cualquier otro bien necesario para la conservación, 
difusión, comunicación y prestación de los servicios de la biblioteca escolar. 
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11.  Infraestructura Bibliotecaria Escolar. Espacios físicos e inmuebles 
diseñados, construidos o adaptados para la operación y realización de las 
acciones, procesos y los servicios de la Biblioteca Escolar. Constituye una parte 
delimitada de la infraestructura del establecimiento educativo. 

  

12. Personal bibliotecario. Personas idóneas que prestan sus servicios en una 
biblioteca escolar en razón de su formación, competencias, experiencia y 
articulación con los fines pedagógicos de la biblioteca escolar. 

  

13. Servicios bibliotecarios. Conjunto de procesos desarrollados, enmarcados 
en el Proyecto Educativo Institucional en el marco de las gestiones pedagógica y 
comunitaria, en una biblioteca escolar hacia la consecución de los fines de esta 
ley, sin perjuicio de los servicios que se especifican en la misma. Este término 
puede usarse de manera similar al de procesos o acciones de la biblioteca 
escolar. 

 

14. Gestión u operación de la Biblioteca Escolar. Conjunto de competencias, 
acciones y responsabilidades relativas al funcionamiento, direccionamiento 
estratégico, operación y desarrollo de servicios bibliotecarios y demás pertinentes 
al establecimiento educativo, las entidades territoriales, la comunidad educativa o 
el Ministerio de Educación Nacional respecto de las bibliotecas escolares en 
función de los propósitos establecidos en esta ley.  

 

15. Cooperación bibliotecaria. Acciones de carácter voluntario o legalmente 
previstas, que se establecen entre Bibliotecas Escolares y/o entre diferentes tipos 
de bibliotecas y unidades de información o espacios culturales como museos, 
centros de documentación, casas de cultura, archivos, entre otros, para compartir 
e intercambiar información, servicios o recursos en función del acceso 
democrático de las personas y comunidades al conocimiento y las prácticas de 
lectura, escritura y oralidad. 

16. Usuarios de la Biblioteca Escolar. Usuarios de la Biblioteca Escolar. Estos 
corresponden a la comunidad educativa, que está conformada por estudiantes o 
educandos, educadores, padres de familia o acudientes de los estudiantes, 
egresados, directivos docentes y administradores escolares. Asimismo, incluye a 
la comunidad del sector donde se encuentra ubicada la institución. 

 

Artículo 4. Propósitos. Además de los trazados en la Constitución Política y en la 
Ley General de Educación, esta ley está dirigida a garantizar la presencia de la 
Biblioteca Escolar en todos los establecimientos educativos del territorio nacional, 
tanto sedes principales como secundarias o adscritas, que ofrezcan el servicio 
público de educación formal, por niveles, ciclos y grados en el sistema de 
educación preescolar, básica y media, con la finalidad de alcanzar los siguientes 
propósitos: 

 

1. Establecer la Biblioteca Escolar como eje fundamental en la materialización del 
derecho a la educación y contribuir de manera democrática a la formación de 
comunidades lectoras y escritoras. 

 

2. Posicionar a la Biblioteca Escolar como un escenario indispensable en la 
consecución de una educación de calidad, transversal a todos los procesos 
educativos, entendida como aquella que forma lectores, escritores, hablantes y 
escuchas autónomos, con capacidad para participar en la sociedad como 
ciudadanos que conocen sus derechos, sus deberes y pueden incidir en la 
realidad.  

 

3. Entender a la Biblioteca Escolar como el espacio que articula el proyecto 
educativo de la nación, el proyecto educativo institucional y el currículo de los 
establecimientos educativos. 

  

4. Constituir a la Biblioteca Escolar como dispositivo pedagógico a tener en cuenta 
para la evaluación de las áreas de gestión establecidas por el Ministerio de 
Educación Nacional para la búsqueda del mejoramiento institucional. 

5. Definir mecanismos para optimizar los servicios y procesos de la Biblioteca 
Escolar integrada al Proyecto Educativo Institucional (PEI), en forma que 
contribuya a alcanzar metas educativas y pedagógicas mediante la interacción de 
directivos docentes, docentes, alumnos y, en general, de la comunidad educativa. 

 

6. Fortalecer progresivamente los recursos de inversión social destinados a las 
Bibliotecas Escolares en todos los establecimientos educativos del país. 

  

7. Visibilizar y posicionar al personal bibliotecario como elemento esencial de la 
Biblioteca Escolar y del establecimiento educativo, como dinamizador, gestor y 
mediador de la práctica de la lectura, la escritura y la oralidad. 

 

8. Contribuir a la disminución de la brecha social y a la eliminación de asimetrías 
en el acceso al conocimiento, existentes entre establecimientos educativos 
estatales, privados, y urbanos y rurales. 

  

9. Fomentar el crecimiento cuantitativo y cualitativo continuo de las colecciones y 
acervos bibliográficos en soportes impresos, analógicos, digitales, conocidos y por 
conocer; el mejoramiento de las dotaciones e infraestructura, de los servicios a la 
comunidad educativa, así como de la capacitación del personal bibliotecario y la 
labor pedagógica de la Biblioteca Escolar. 

  

10. Desarrollar derechos culturales, sociales, y fundamentales de la sociedad y las 
personas, mediante regulaciones específicas atinentes a la presencia de la 
Biblioteca Escolar en los establecimientos educativos y a los servicios de calidad 
que éstas deben proveer a la comunidad educativa para el acceso y práctica de la 
lectura, la escritura y la interacción con la información. 

11. Integrar los servicios bibliotecarios entre establecimientos educativos, bajo la 
dirección y coordinación de las entidades nacionales y territoriales competentes. 

 

Artículo 5. Principios fundamentales. Son principios fundamentales de las 
Bibliotecas Escolares que regula esta ley y a los cuales se someterán el gobierno 
nacional, los entes territoriales y los establecimientos educativos: 

 

1. Los servicios de la Biblioteca Escolar se deben dirigir por igual a todos los 
miembros de la comunidad escolar, sin distinción de edad, raza, sexo, religión, 
etnia, nacionalidad, lengua y situación social. Se ofrecerán materiales específicos 
para aquellos usuarios que, por alguna razón, no puedan utilizar los servicios 
bibliotecarios habituales y generar condiciones especiales o excepcionales de 
aprendizaje y/o de la lectura, la escritura y la oralidad.  

 

2. A todos los miembros de la comunidad educativa se les debe garantizar el 
acceso a los materiales, servicios e instalaciones de la Biblioteca Escolar. 

  

3. Todo usuario tiene derecho a que se le respeten la privacidad, la protección de 
sus datos personales y la confidencialidad de la información que busca o recibe, 
así como los recursos que consulta, toma en préstamo, adquiere o transmite. 

  

4. En razón de su carácter educativo las Bibliotecas Escolares no estarán 
obligadas a solicitar la autorización de los titulares de los libros y otros materiales 
documentales para prestarlos y ponerlos al servicio de los usuarios, en aquellos 
casos contemplados de manera expresa por las normas que regulen las 
limitaciones y excepciones al derecho de autor y derechos conexos. 

  

5. Las colecciones de la Biblioteca Escolar se actualizarán en forma permanente 
de acuerdo a los lineamientos del proyecto educativo institucional, y ofrecerán a 
sus usuarios materiales que den acceso a los documentos centrales de la cultura 
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universal, nacional y local. Asimismo, tendrán colecciones de los grupos culturales 
y étnicos que hagan parte de la comunidad a la que pertenecen. 

 

Artículo 6. Integración a Planes de Desarrollo y Proyectos Educativos 
Institucionales.  De conformidad con el artículo 141 de la Ley 115 de 1994, 
dentro de los planes de desarrollo nacionales y territoriales se definirán las 
inversiones necesarias para garantizar en los establecimientos educativos 
estatales la operación y sostenibilidad de las Bibliotecas Escolares señaladas en 
la presente ley. 

Los establecimientos educativos privados están autorizados para cobrar derechos 
académico adicionales que garanticen el funcionamiento, operación y 
sostenibilidad de las Bibliotecas Escolares señaladas en la presente ley. 

La Biblioteca Escolar hará parte de los aspectos mínimos contenidos en el 
proyecto educativo institucional y deberá ser tenida en cuenta para el 
cumplimiento de las normas que lo establecen. Los establecimientos educativos 
adaptarán sus proyectos educativos institucionales a esta disposición. 

 

Artículo 7. Gestión general bibliotecaria. Los establecimientos educativos y 
entidades competentes en el ámbito nacional y territorial desarrollarán la gestión 
bibliotecaria y coordinarán acciones y recursos necesarios para el cumplimiento de 
los principios y propósitos señalados en la presente ley, promoviendo la equidad 
en el acceso al conocimiento, la expresión de la diversidad cultural de la Nación, la 
participación de la comunidad educativa, a partir de una pedagogía que involucre 
la lectura y la escritura. 

TÍTULO II 

REGULACIÓN DE LAS BIBLIOTECAS ESCOLARES 

 

Artículo 8. Objetivo y funciones de la Biblioteca Escolar. El objetivo de la 
Biblioteca Escolar es contribuir al mejoramiento de la calidad de la educación, 
como espacio fundamental en la articulación del Proyecto Educativo Nacional, el 
Proyecto Educativo Institucional y el Currículo, para lo cual desempeñará las 
siguientes funciones: 

1. Promover y fortalecer la práctica de la lectura, la escritura y la oralidad entre los 
niños, niñas, adolescentes, jóvenes y educadores, que contribuya al desarrollo de 
sus potencialidades y al acceso pleno a la cultura oral y escrita.   

2. Contribuir al mejoramiento de la gestión institucional y la consecución de las 
metas de los establecimientos educativos. 

3. Garantizar una práctica social y diversa de la lectura, la escritura y la oralidad, 
como medios de acceso a la educación, la información, la cultura, el conocimiento, 
la ciencia, la tecnología y la innovación y como espacio para el desarrollo de 
derechos culturales, sociales y fundamentales de las personas. 

4. Contribuir a la disminución de la brecha social. 

5. Integrar sus colecciones, servicios y actividades en función del Proyecto 
Educativo Institucional, de modo que responda a la diversidad cultural y territorial 
del lugar donde se ubique la institución educativa. 

6. Contribuir al desarrollo de la capacidad analítica de los estudiantes y a la 
satisfacción de sus diversos intereses académicos, sociales o lúdicos, a partir del 
estímulo a las prácticas lectoras, escritoras y orales en diversidad de textos, 
narrativas e instrumentos tecnológicos. 

7. Promover el aprendizaje autónomo, con capacidad de acceder, analizar y usar 
la información, y aprovechar la innovación tecnológica, los hallazgos científicos y 
sus aplicaciones. 

8. Ofrecer acceso y uso de materiales bibliográficos de calidad, como 
complemento del currículo y como acercamiento a posibilidades literarias y de 
fuentes de aprendizaje. 

9. Reforzar la responsabilidad con la información, con el aprendizaje y con las 
producciones propias y de terceros. 

10. Generar hábitos de utilización de la biblioteca escolar con fines académicos, 
investigativos, lúdicos, informativos o culturales de la comunidad educativa. 

11. Desarrollar y fomentar las competencias ciudadanas como la empatía, el 
respeto, entre otras, que permitan visiones propias y la participación activa en el 
entorno con mayor compromiso social. 

12. Participar del ambiente de aprendizaje con una noción curricular dinámica, 
mediante multiplicidad de prácticas de lectura, escritura y oralidad, desarrollo de 
capacidades de búsqueda y acceso a la información, que propicie la reflexión, el 
diálogo y la construcción de ciudadanía crítica. 

13. Propiciar la solución de las problemáticas presentes en los establecimientos 
educativos y sus comunidades. 

  

Parágrafo. La Biblioteca Escolar al ser parte integral del Proyecto Educativo 
Institucional no puede considerarse un aula más, sino el centro de correlación e 
integración curricular, que genera mayores eficiencias y resultados en los 
estudiantes, y mayores oportunidades de colaboración para los docentes de aula, 
quienes encontrarán en ésta un actor educativo que aporta y enriquece su labor. 

 

Artículo 9. Obligatoriedad. Todos los establecimientos educativos del país que 
ofrezcan el servicio público de educación formal, por niveles, ciclos y grados en el 
sistema de educación preescolar, básica y media, contarán con Biblioteca Escolar 
y prestaran los servicios bibliotecarios a todas sus sedes de manera permanente, 
de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.  

 

Las sedes principales de los establecimientos educativos diseñaran y ejecutaran 
las estrategias de articulación necesarias para el cumplimiento de la presente ley, 
garantizando de forma suficiente la presencia de los servicios bibliotecarios en las 
sedes adscritas que estén a su cargo.  

 

Artículo 10. Recursos y condiciones mínimas de la Biblioteca Escolar. En 
función del logro de los propósitos trazados, las Bibliotecas Escolares deben 
contar con los siguientes recursos y condiciones mínimas para prestar los 
servicios a su cargo durante la jornada del establecimiento escolar: 

1. Infraestructura física: La Biblioteca Escolar debe contar con un espacio dentro 
de la infraestructura del establecimiento escolar que goce de independencia y se 
articule a la estructura organizativa de la Institución Educativa (IE), lo cual debe 
reflejarse a través de su inclusión en el Proyecto Educativo Institucional y 
específicamente en el elemento de estructura organizativa del establecimiento 
educativo. 

 

2. Mobiliario y equipos. La Biblioteca Escolar deberá contar con el mobiliario 
suficiente para su funcionamiento, como sillas, mesas, estanterías, exhibidores y 
demás que sean acordes para la atención de la comunidad educativa. De igual 
forma, deberá disponer de equipamiento tecnológico como tabletas, portátiles, 
computadores de escritorio o cualquier tecnología que surja, y conectividad 
adecuada para la prestación de los servicios a su cargo, para propiciar formas de 
lectura en diversidad de soportes y formatos. 

 

3. Materiales bibliográficos y otras fuentes de información y comunicación 
actualizadas: La Biblioteca Escolar debe contar con acervos bibliográficos y 
materiales de lectura en función del contexto en que se encuentra ubicado el 
establecimiento educativo, los enfoques, énfasis y especialidades de la institución 
de modo que aporte a la cualificación del proceso formativo. Además, debe poseer 
materiales en distintos formatos, para ser consultados y usados en diferentes 
soportes y dispositivos, tanto impresos como digitales, para ser leídos y 
consultados en celulares, tabletas, portátiles, computadores de escritorio o 
cualquier tecnología que surja. La biblioteca escolar contará con documentos 
impresos y digitales, diversos materiales didácticos y recursos de medios 
audiovisuales, como televisores, proyectores, grabadoras y reproductores. 

4. Personal de la Biblioteca Escolar: Integra personal idóneo encargado de la 
operación y actividades de la Biblioteca Escolar, el cual debe ser un bibliotecólogo 
con formación pedagógica o un maestro con formación bibliotecológica, que será 
considerado como bibliotecario escolar y tendrá condición de docente. 
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En caso que la Biblioteca Escolar requiera más de una persona para la prestación 
de sus servicios, la coordinación estará a cargo del docente bibliotecario y el 
trabajo auxiliar será realizado por personal con formación tecnológica en 
bibliotecología. 

5. Horarios: La Biblioteca Escolar debe disponer de un horario que mínimo sea 
igual a las jornadas que atiende la IE y considere toda su comunidad, incluyendo 
la Educación para Jóvenes en Extraedad y Adultos. 

Parágrafo 1. Los establecimientos educativos privados que no cuenten con los 
recursos y condiciones mínimas prescritas, podrán solicitar a las secretarías de 
educación de las entidades territoriales un plazo no mayor de dos (2) años para 
completarla. El plazo se contará a partir de la fecha de vigencia de la presente ley 
en el caso de los establecimientos que se encuentran ya reconocidos. Los 
establecimientos educativos estatales dispondrán de los plazos fijados en la 
presente ley. 

Parágrafo 2. Los establecimientos educativos establecerán los mecanismos para 
que el equipamiento tecnológico existente en la Biblioteca Escolar pueda ser 
llevado por los estudiantes a sus residencias en los eventos en que sea requerido 
para materializar los fines de la educación. 

Parágrafo 3. El Ministerio de Educación Nacional reglamentará la cantidad de 
equipamiento tecnológico que debe existir en cada establecimiento educativo, 
para lo cual, tendrá en cuenta a la comunidad educativa y el número de 
estudiantes existente en cada establecimiento educativo.  

Parágrafo 4. Las entidades del orden nacional y territorial, en el marco de sus 
competencias, de manera gradual, propenderán para que en el término máximo de 
cinco (5) años todas las Bibliotecas Escolares de los establecimientos educativos 
estatales cuenten con dotación informática y conectividad suficiente en la 
prestación de sus servicios, en forma acorde con el tamaño de poblaciones 
usuarias. 

 

Artículo 11º. Obligaciones comunes a la prestación del servicio. Los 
establecimientos educativos observarán las siguientes previsiones generales 
respecto de la Biblioteca Escolar a su cargo en función de garantizar el derecho a 
la lectura y la escritura por parte de los estudiantes y demás miembros de la 
comunidad educativa: 

1. Los materiales que hacen parte de la Biblioteca Escolar están destinados a la 
consulta por la comunidad educativa, sin que sea admisible ninguna medida o 
práctica tendiente a restringirla. En ningún caso podrán aducirse razones de 
conservación física dirigidas a evitar el desgaste por el uso natural de libros y 
materiales de lectura, para impedir la consulta, el préstamo o lectura. 

  

2. Debe garantizarse el préstamo de libros y materiales de lectura a toda la 
comunidad educativa, tanto dentro del respectivo establecimiento educativo, así 
como para la lectura fuera del mismo, es decir, para préstamos en casa.  

 

3. El Consejo Directivo, asesorado por el bibliotecario escolar, de cada 
establecimiento educativo deberá expedir un reglamento específico o dentro del 
reglamento o manual de convivencia, relativo a los derechos, acceso, uso, 
consulta, préstamos y servicios de la Biblioteca Escolar que satisfaga y refleje las 
diferentes medidas y orientaciones de esta ley. 

 

4. Las Bibliotecas Escolares desarrollarán como mínimo servicios de información a 
la comunidad educativa; consulta y préstamo, incluido el préstamo para lectura en 
casa; actividades de extensión cultural; promoción y animación de la lectura; 
formación de usuarios lectores; apoyo a bibliotecas de aula; cooperación con otras 
bibliotecas escolares y Red Nacional de Bibliotecas Públicas. 

 

Parágrafo: Los Establecimientos educativos tendrán el término de un año a partir 
de la promulgación de esta ley, para expedir la reglamentación que trata numeral 
3° del presente artículo. 

 

Artículo 12º. Estándares de la Biblioteca Escolar. Dentro de los parámetros 
establecidos en la Ley 115 de 1994 y en la presente ley, el Gobierno Nacional por 
intermedio del Ministerio de Educación Nacional podrá adoptar normas pertinentes 
a los servicios, infraestructura, dotación, inventarios, personal y, en general, a los 

estándares y gestión de las Bibliotecas Escolares de los establecimientos 
educativos del país, y a la vinculación de este espacio central para el aprendizaje 
a las estrategias nacionales en el campo educativo. 

  

Al hacerlo tendrá en consideración características de la comunidad y entidades 
territoriales, matrícula de los establecimientos educativos, la Norma Técnica 
Colombiana y sus modificaciones, así como las recomendaciones de la 
Federación Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios e Instituciones (IFLA) y 
las investigaciones situadas en el país desarrolladas por las universidades que 
proponen orientaciones para la implementación de la Biblioteca Escolar. 
Recordando que las Bibliotecas Escolares responden a necesidades particulares 
de cada territorio. 

 

Artículo 13º. Inventario de libros en establecimientos educativos públicos. En 
los establecimientos educativos del Estado o contratados por éste, los libros, 
colecciones de libros o documentos de lectura y escritura transferidos por el 
Ministerio de Educación Nacional o adquiridos de manera autónoma bajo cualquier 
modalidad gratuita u onerosa para el servicio de la Biblioteca Escolar, se 
clasificarán en los inventarios respectivos como bienes de consumo controlado o 
fungibles. 

  

En virtud de lo anterior, el personal a cargo de la Biblioteca Escolar en los 
establecimientos educativos públicos no responderá penal, disciplinaria, ni 
pecuniariamente por la pérdida o deterioro natural de estos bienes con ocasión de 
su consulta, préstamo o utilización habitual y natural por la comunidad educativa. 

Parágrafo Primero. En todo caso, las instituciones responsables del manejo de 
inventarios darán aplicación al Sistema de Control Interno y adoptarán las medidas 
de preservación necesarias, sin que éstas puedan significar la restricción de la 
lectura, consulta o préstamo de libros y materiales regulados en este artículo. 

  

Parágrafo Segundo. Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, los 
establecimientos educativos públicos, en cabeza del bibliotecario escolar buscarán 

estrategias pedagógicas que vayan en procura de formar en una cultura 
bibliotecaria a quienes sean responsables de los daños causados a los libros y 
documentos de lectura, o la pérdida de los mismos, cuando provengan de causas 
distintas al deterioro natural. Las acciones pedagógicas estarán en procura de un 
proceso formativo sin generar perjuicios a los estudiantes ni vulnerar su derecho a 
la educación. 

 

Artículo 14º. Personal Encargado de la Biblioteca Escolar. La persona 
encargada de la operación de la Biblioteca Escolar como dinamizador, gestor y 
mediador de las labores básicas, pedagógicas y administrativas en el respectivo 
establecimiento educativo deberá tener condición docente y podrá participar de la 
programación y evaluación de los diversos espacios que por Ley existen en la 
institución educativa: Consejo Académico, Comité de Calidad, Comité de 
Convivencia, entre otros.  

 

Artículo 15º. Personal bibliotecario en establecimientos educativos públicos. 
La gestión y actividades de la Biblioteca Escolar en los establecimientos 
educativos estatales estará a cargo de un profesional idóneo, bibliotecólogos con 
formación pedagógica o docentes bibliotecarios. 

 

Quienes realicen la labor de bibliotecario escolar en establecimientos educativos 
estatales deberán pertenecer a la planta docente y deberán cumplir con el perfil 
establecido por el Ministerio de Educación Nacional para el Docente líder de 
apoyo para el fortalecimiento de las competencias en lenguaje y biblioteca escolar, 
o en su defecto con el perfil y requisitos que determine el Ministerio de Educación 
Nacional, con el apoyo de las universidades que poseen programas de formación 
a maestros y bibliotecólogos. El personal auxiliar vinculado a la Biblioteca Escolar 
deberá cumplir con el perfil y requisitos que determine el Ministerio de Educación 
Nacional, con el apoyo de las universidades que poseen programas de formación 
a maestros y bibliotecólogos.  

 

Cuando el tamaño de la población estudiantil y comunidad educativa perteneciente 
a un establecimiento educativo encargado de prestar los servicios bibliotecarios de 
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que trata la presente ley lo requiera, se podrá contar con más de un docente 
bibliotecario y ampliar la cantidad de personal auxiliar vinculado a la biblioteca 
escolar. 

 

El Ministerio de Educación contará con un tiempo de doce (12) meses para 
reglamentar el tema y comenzar a organizar y crear los cargos necesarios a nivel 
nacional dentro de los cuatro (4) años siguientes a la promulgación de esta Ley.  

 

Artículo 16. Funciones del Bibliotecario Escolar. Son funciones del bibliotecario 
escolar las siguientes:  

 

1. Generar propuestas pedagógicas y didácticas para integrar la Biblioteca escolar 
al desarrollo del currículo y del PEI. 

 

2. Desarrollar las actividades de gestión administrativa y técnica propias de 
Biblioteca Escolar tales como: Clasificación, catalogación, formación y desarrollo 
de colecciones, administración de espacios, servicios básicos de información y 
servicios de extensión.  

 

3. Generar parámetros y espacios de evaluación para realizar la valoración de 
competencias de lectura, escritura y oralidad. 

 

4. A través de propuestas curriculares contextualizar y fortalecer el conocimiento 
adquirido por los estudiantes en los diferentes ámbitos educativos, como lo son el 
aula de clase, la casa y los desarrollos propios en demás espacios. 

 

5. Diseñar, implementar y coordinar las actividades pedagógicas en lectura, 
escritura y oralidad, a partir de planes pluridisciplinares y con diversidad 
discursiva, donde se formen competencias comunicativas y para el manejo de la 

información y la producción, y se ofrezcan oportunidades de desarrollo grupal e 
individual, con atención equitativa a todos los grados, áreas y estilos de 
aprendizaje. 

 

6. Igualmente es responsable de actividades curriculares complementarias de la 
función educativa, definidas en el Decreto Ley 1278 de 2002 o Estatuto de 
Profesionalización Docente y el Decreto 1075 de 2015 o Decreto Único del Sector 
Educativo. 

 

Además de las funciones principales asociadas al perfil de docente de líder de 
apoyo, el docente bibliotecario deberá cumplir las siguientes funciones 
pedagógicas: 

 

a. Actualizarse permanentemente: leer literatura infantil y juvenil, informarse con 
textos sobre pedagogía y estrategias didácticas de lectura y escritura, textos sobre 
aspectos técnicos de las bibliotecas escolares; información sobre cómo enseñar a 
investigar.  

 

b. Hacer planeación anual, mensual y semanal de sus programas, talleres y 
proyectos pedagógicos de biblioteca, de manera que desarrolle una sesión con 
cada curso, por lo menos una vez a la semana, atendiendo a los referentes de 
calidad del MEN. 

 

c. Diseñar, programar y desarrollar programas, talleres, proyectos de promoción, 
animación y fortalecimiento de la lectura, escritura y oralidad.  

 

d. Hacer uso de variedad de configuraciones didácticas para el desarrollo de su 
plan de biblioteca y desarrollar actividades en tiempos extracurriculares.  

e. Planear, en coordinación con los docentes, actividades y talleres relacionados 
con el currículo de diferentes áreas.  

 

f. Hacer el seguimiento y ajustes necesarios a los programas, desarrollados a 
través de los talleres, proyectos y sesiones de biblioteca, de acuerdo con las 
necesidades especiales de los usuarios.  

 

g. Formar a los estudiantes en la autonomía y manejo crítico de la información: 
enseñar habilidades y estrategias para buscar, seleccionar y usar recursos 
bibliográficos, como libros, documentos, películas mapas, periódicos o revistas. 

 

h. Implementar programas y talleres para la enseñanza de programas, 
aplicaciones y herramientas digitales que apoyan los procesos de lectura y 
producción escrita con uso de diferentes medios y formatos.  

 

i. Fomentar la lectura en la comunidad educativa inmediata (padres y funcionarios 
del plantel).  

 

j. Organizar campañas de visibilización y posicionamiento de la biblioteca escolar, 
que involucre prácticas de lectura, escritura y oralidad.  

 

k. Proyectar, gestionar y ejecutar servicios de extensión. que permitan la 
articulación con bibliotecas públicas y centros culturales, y con artistas, escritores. 
narradores orales. entre otros.  

 

I. Participar en las reuniones de comités académicas del colegio y proponer 
proyectos, talleres y actividades, de acuerdo con los eventos de la vida escolar y 
comunitaria, 

 
m. Participar en el diseño. implementación y evaluación de actividades educativas  

 

n. Evaluarse como docente bibliotecario, en su actuar como profesional individual 
y en su trabajo en equipo, y recibir evaluación de la comunidad educativas.  

 

o. Apoyar, en coordinación con el rector, las actividades de administración de la 
biblioteca escolar. 

 

Artículo 17º. Prohibiciones.  En lo que corresponde a la Biblioteca Escolar, está 
prohibido a los establecimientos educativos: 

  

1. Adoptar cualquier práctica que implique a la lectura o la permanencia en la 
Biblioteca Escolar como una forma de sanción al estudiante. 

  

2. Utilizar cualquier tipo de práctica administrativa o pedagógica que tienda a 
prescindir de la Biblioteca Escolar en función de espacios como centros de 
recursos para el aprendizaje, laboratorios o áreas de computadores y tecnologías, 
entre otros. Esto se entiende sin perjuicio de la coordinación pedagógica que 
puede promoverse o del reparto de áreas en la infraestructura escolar. 

  

3. Imponer cualquier tipo de medida que implique onerosidad del servicio 
bibliotecario. Esta disposición no limita el derecho que tienen las Instituciones 
Educativas a reclamar la reparación de daños ocasionados a los bienes que 
conforman las Bibliotecas Escolares. 

  

4. Utilizar cualquier tipo de medida o práctica tendiente a restringir la consulta o 
préstamo de libros y acervos a la comunidad educativa, menos aún tratándose de 
razones de conservación física. Esto se entiende sin perjuicio de las medidas 
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adoptadas en reglamento o Manual de Convivencia para sancionar el uso 
inadecuado de la Biblioteca Escolar y sus elementos. 

  

5. Desarrollar actividades al margen de los propósitos del Proyecto Educativo 
Institucional o de la reflexión educativa y pedagógica que le es inherente a la 
Biblioteca Escolar. 

 

Artículo 18º. Reglamento. La Biblioteca Escolar contará con un reglamento, el 
cual podrá adoptarse en forma independiente o dentro del Manual de Convivencia, 
en donde se señalará previsiones dentro de los límites de esta ley, en particular 
sobre los siguientes aspectos: 

 

1.   Capítulo 1. Misión, objetivos y funciones 

Historia de la Biblioteca Escolar  

De la misión y objetivos 

Funciones de la Biblioteca Escolar 

Definiciones  

 

2.   Capítulo 2. Estructura de la biblioteca 

Articulación al PEI y Currículo   

Gestiones de Calidad a las que aporta  

Comité de la biblioteca. Formas de participación de la comunidad educativa en 
la gestión de la Biblioteca Escolar. 

 

3.  Capítulo 3. Estrategias de articulación entre sedes principales y adscritas para 
la prestación   de servicios bibliotecarios.  

Estrategias de articulación de la Biblioteca Escolar con sedes de los 
establecimientos educativos 

Herramientas de articulación  

Incorporación curricular de los servicios bibliotecarios en sedes. 

Horarios de presencia del personal encargado de la biblioteca en sedes 

Catálogo de servicios bibliotecarios y materiales para solicitud por parte de la 
comunidad educativa de las diferentes sedes.  

 

4.   Capítulo 4. Usuarios de la biblioteca escolar 

Usuarios de la Biblioteca Escolar: comunidad educativa  

Registro de usuarios  

Derechos y deberes 

 

5. Capítulo 5. Recursos de la Biblioteca Escolar 

    Colecciones  

    TIC 

    Infraestructura y mobiliario 

 

6. Capítulo 6. Servicios de la Biblioteca Escolar 

    Horario 

    Servicios de información (articulados al PEI) 

    Programas de LEO 

    Programas para la familia y comunidad educativa 

7. Capítulo 7. Sanciones pedagógicas 

 

8. Capítulo 8. Otras disposiciones. 

 

Artículo 19º. Otros contextos bibliotecarios. Los establecimientos educativos 
contarán con otros contextos bibliotecarios como bibliobancos o bibliotecas de 
aula, las cuales mantienen colecciones de libros y materiales variados para apoyar 
prácticas de lectura, escritura y oralidad dentro del aula y resolver problemas de 
información en el momento en que éstos se presentan. 

  

Parágrafo. El establecimiento educativo definirá la coordinación necesaria entre la 
Biblioteca Escolar y las bibliotecas de aula o bibliobancos, sin que en ningún caso 
pueda prescindirse de la Biblioteca Escolar ante la existencia de otros contextos 
bibliotecarios. 

 

Artículo 20°. Establecimientos, instituciones y centros educativos. Los 
establecimientos educativos deberán contar con una Biblioteca Escolar que 
provea el servicio a la respectiva comunidad educativa y prestar servicios 
bibliotecarios a todas las sedes, instituciones o centros educativos que este 
agrupe. Además, es responsabilidad de la dirección del establecimiento educativo 
garantizar formas de acceso de la comunidad educativa agrupada en las diversas 
sedes.  

 

 

 

 

 

TÍTULO III 

ARTICULACIÓN INSTITUCIONAL Y COOPERACIÓN BIBLIOTECARIA 

 

Artículo 21º. Articulación institucional. La articulación de la operación, 
infraestructuras, servicios, cooperación, competencias nacionales y territoriales en 
torno a las Bibliotecas Escolares estará a cargo de los establecimientos 
educativos y las entidades territoriales y se dirigirá a alcanzar los propósitos 
comunes establecidos en esta ley. 

 

Artículo 22º. Plan Nacional de Lectura y Escritura. El Ministerio de Educación 
Nacional con el concurso de las entidades territoriales certificadas seguirá 
fortaleciendo las prácticas de lectura, escritura, oralidad y desarrollando las 
Bibliotecas Escolares en los establecimientos educativos oficiales del país, a 
través del Plan Nacional de Lectura, Escritura y Oralidad como estrategia que 
contribuye a la implementación de la política pública en la educación preescolar, 
básica y media. 

 

Artículo 23º. Articulación de competencias. Las entidades competentes en el 
nivel nacional y territorial crearán espacios institucionales, pedagógicos conjuntos 
para articular las políticas públicas de fortalecimiento de la Biblioteca Escolar, con 
el fin de que pueda cumplir con las funciones que le son esenciales; coordinarán 
acciones para: 

1. Establecer y poner en práctica políticas orientadas a promover la lectura y la 
escritura en un entorno de diversidad cultural. 

2. Integrar las acciones de las diversas Bibliotecas Escolares y articularlas con 
otras redes bibliotecarias. 

3. Acrecentar y optimizar los diversos tipos de recursos pertinentes a las 
Bibliotecas Escolares. 
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4. Generar acciones tendientes a la evaluación de cooperación bibliotecaria. 

5. Promover la capacitación continua de los actores educativos involucrados en la 
gestión de las Bibliotecas Escolares. 

6. Asumir cambios tecnológicos y sociales de incidencia en las prácticas lectoras y 
escritora. 

 

7. Promover la participación de los docentes en la selección de adquisiciones para 
las Bibliotecas Escolares.  

 

Artículo 24º. Articulación de la planeación institucional. El Proyecto Educativo 
Institucional, el Plan de Mejoramiento Institucional y el Plan de Apoyo al 
Mejoramiento en sus diferentes jurisdicciones y períodos de planeación, 
contemplarán en capítulo específico las medidas pertinentes al mejoramiento, 
infraestructura, dotación gestión y servicios de las Bibliotecas Escolares. 

 

Artículo 25º. Dependencia funcional. La Biblioteca Escolar dependerá 
orgánicamente de la dirección del respectivo establecimiento educativo y se 
enmarca en las gestiones pedagógica y comunitaria. En el Plan de Mejoramiento 
se identificarán los recursos necesarios para atender la operación de la Biblioteca 
Escolar dentro de los parámetros de esta ley. Sin menoscabo de lo anterior, la 
gestión bibliotecaria corresponde a un trabajo cooperado y coordinado por el 
personal docente, el docente bibliotecario y por la comunidad educativa. 

 

Artículo 26º. Cooperación entre Bibliotecas Escolares. Las secretarías de 
educación en sus jurisdicciones, promoverán prácticas y mecanismos de 
cooperación entre las Bibliotecas Escolares. Cada entidad territorial competente 
en materia del servicio de educación conformará un Comité de Articulación 

Bibliotecaria en búsqueda de afianzar procesos de cooperación en servicios, 
formación y mejores prácticas. En éste se dará participación a funcionarios de la 
entidad territorial con competencias en este campo, a docentes, miembros de la 
comunidad educativa y particulares interesados en apoyar los fines de esta ley. 

 

De la misma forma, podrá conformarse una red nacional de bibliotecas escolares, 
como una estrategia que garantice la permanencia, el seguimiento y la 
identificación del estado de las bibliotecas escolares de los establecimientos 
educativos. 

 

Artículo 27º. Cooperación con la biblioteca pública. Las secretarías de 
educación establecerán convenios de cooperación con las instancias culturales 
responsables de las bibliotecas públicas, en aspectos pertinentes a intercambio y 
préstamo entre bibliotecas, capacitación de personal, formación de usuarios, 
visitas y, en general, en acciones que puedan apoyar los servicios de las 
bibliotecas escolares y la motivación de los estudiantes por la lectura. 

 

Artículo 28º. Prohibición de prácticas sustitutivas. En ningún caso el 
establecimiento educativo podrá prescindir de contar con Biblioteca Escolar, 
aduciendo la existencia, cobertura o calidad de la biblioteca pública en el 
respectivo municipio. La obligación de cooperación que se describe en el artículo 
anterior no podrá aducirse como forma de prescindir de la obligación de contar con 
Biblioteca Escolar en cada establecimiento educativo. Los servicios bibliotecarios 
señalados en la presente ley, no podrán ser suministrados por terceros.  

 

 

 

 

TÍTULO IV 

FINANCIACION COMPLEMENTARIA A LAS BIBLIOTECAS ESCOLARES 

 

Artículo 29º. Recursos del Programa de Jornada Escolar Complementaria. 
Las Bibliotecas Escolares de los establecimientos educativos estatales podrán ser 
destinatarias de los recursos del Programa de Jornada Escolar Complementaria 
previstos en el artículo 64º de la Ley 633 de 2000, en particular en función de 
mejorar la existencia, calidad, infraestructura, dotación, servicios bibliotecarios 
escolares o la capacitación de personal bibliotecario en establecimientos 
educativos públicos.  

 

Artículo 30º. Infraestructura de la Biblioteca Escolar. Los recursos a los que 
hace referencia el artículo 143 de la Ley 1450 de 2011, podrán ser asignados a la 
infraestructura y dotación de Bibliotecas Escolares de establecimientos educativos 
estatales. 

 

Artículo 31º. Otros recursos. Los programas de ámbito nacional relativos a la 
infraestructura, dotación, capacitación del personal y los demás pertinentes a la 
gestión y funciones de las Bibliotecas Escolares de establecimientos educativos 
estatales, podrán tener acceso a los recursos previstos en las Leyes 1286 de 2009 
y 1530 de 2002, en particular a los mecanismos de financiación del Fondo 
Nacional de Financiamiento para la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, Fondo 
Francisco José de Caldas, y del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación y los 
demás del Sistema General de Regalías, en cuanto se acojan a las modalidades 
de participación y líneas de financiación allí descritas. 

 

Artículo 32º. Incentivo a las donaciones. Las donaciones con destino a las 
Bibliotecas Escolares de establecimientos educativos estatales, serán objeto del 
incentivo previsto en el artículo 126 -2º, inciso 3º del Estatuto Tributario. 

 

Cuando las donaciones a las que se refiere este artículo se hagan en dinero y 
tengan como destino el fortalecimiento a las Bibliotecas Escolares de los 
establecimientos educativos estatales, ingresarán a un fondo cuenta sin 

personería jurídica administrado mediante patrimonio autónomo por el Ministerio 
de Educación Nacional, sin que se requiera sustitución de fondos en materia 
presupuestal.   

 

Para estos efectos se crea un fondo cuenta sin personería jurídica denominado 
Fondo para el Fomento de la Biblioteca Escolar. El patrimonio autónomo en el que 
se ejecutarán los recursos que ingresen por concepto de las donaciones previstas 
en este artículo se constituirá por el Ministerio de Educación Nacional una vez 
ingresen donaciones. 

 

Con la previa aprobación del Ministerio de Educación Nacional, las secretarías de 
educación certificadas podrán recibir donaciones sujetas al mismo incentivo de 
que trata este artículo, incluso con destino irrevocable a una específica Biblioteca 
Escolar de establecimiento educativo público.  En este caso, el donante respectivo 
constituirá un patrimonio autónomo cuyos costos fiduciarios podrán ser sufragados 
por la respectiva Secretaría de Educación lo que deberá constar por escrito en el 
contrato de donación. 

 

Parágrafo Primero. Las donaciones en especie al amparo de esta norma se 
sujetan al artículo 125-2, numeral 2 del Estatuto Tributario. No podrán recibirse 
descartes o saldos editoriales, ni en general dotaciones, mobiliarios, 
infraestructuras ni ningún tipo de bien mueble o inmueble que a criterio del 
Ministerio de Educación Nacional no sea satisfactorio de los requerimientos y fines 
de la biblioteca escolar. 

 

Parágrafo Segundo. Le compete al Ministerio de Educación Nacional o a la 
respectiva Secretaría de Educación, según el caso, expedir el certificado de 
donación con destino al donante. 

 

Artículo 33º. Importaciones de activos. Serán objeto de la exención del 
impuesto sobre las ventas en consonancia con el artículo 428-1º del Estatuto 
Tributario, modificado por el artículo 35º de la ley 1450 de 2011 o las disposiciones 
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que los adicionen, las importaciones de activos y dotaciones por el Ministerio de 
Educación Nacional, las secretarías de educación certificadas o los 
establecimientos educativos a los que se refiere la presente ley, con destino 
exclusivo a la operación y funcionamiento de las Bibliotecas Escolares. 

 

Se requerirá únicamente el concepto favorable del Ministerio de Educación 
Nacional, en donde se certifique la finalidad de los elementos adquiridos con 
destino a las Bibliotecas Escolares. 

 

Parágrafo: El Ministerio de Educación Nacional emitirá el concepto a solicitud de 
alguna de las entidades mencionadas, dentro de los 30 días siguientes al recibo 
de la petición. 

 

TÍTULO V 

 

DISPOSICIONES FINALES 

 

Artículo 34º. Supletoriedad de la biblioteca pública. La excepción prevista en el 
Parágrafo del artículo 141º de la Ley 115 de 1994, tendrá una vigencia máxima de 
tres (3) años a partir de la presente ley. 

 

Artículo 35º. Sanciones. Las entidades relacionadas con la prestación del 
servicio público educativo, así como las de inspección y vigilancia previstas en la 
Ley 115 de 1994 podrán imponer las sanciones y medidas contempladas por el 
incumplimiento de las previsiones de esta ley en cuanto a la operación, existencia 
y servicios de la Biblioteca Escolar y el consecuente incumplimiento de los 
propósitos educativos y pedagógicos que inspiran su presencia en el 
establecimiento educativo. 

Artículo 36º. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, 
especialmente lo previsto en el Parágrafo del artículo 141º de la Ley 115 de 1994. 

 

CAMARA DE REPRESENTANTES. – COMISION SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 12 de mayo de 2021. – En sesión de la fecha fue aprobado en 
primer debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 457 de 2020 
CÁMARA “POR LA CUAL SE REGLAMENTAN LAS BIBLIOTECAS 
ESCOLARES, SE GARANTIZA SU FUNCIONAMIENTO, OPERACIÓN Y 
SOSTENIBILIDAD EN TODOS LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS DEL 
PAÍS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, (Acta No. 037 de 2021) previo 
anuncio de su votación en sesión ordinaria del día 3 de mayo de 2021 según Acta 
No. 036 de 2021; respectivamente, en cumplimiento del artículo 8º del Acto 
Legislativo 01 de 2003.  
 
 
Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo 
debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. 

 

 

OSWALDO ARCOS BENAVIDES 

Presidente 

 

 

DIANA MARCELA MORALES ROJAS 

Secretaria General 

CÁMARA DE REPRESENTANTES 
 

COMISIÓN SEXTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE 
 

SUSTANCIACIÓN  
 

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
 
 
Bogotá, D.C., 05 de agosto de 2021 
 
 
Autorizo la publicación del presente informe de ponencia  para segundo debate, el 
pliego de modificaciones, el texto propuesto para segundo debate y el texto 
aprobado en primer debate del  Proyecto de Ley No. 457 de 2020 CÁMARA 
“POR LA CUAL SE REGLAMENTAN LAS BIBLIOTECAS ESCOLARES, SE 
GARANTIZA SU FUNCIONAMIENTO, OPERACIÓN Y SOSTENIBILIDAD EN 
TODOS LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS DEL PAÍS Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
La ponencia para segundo debate  fue firmada por  el  Honorable Representante 
WILMER LEAL PEREZ.   
 
 
Mediante Nota Interna No. C.S.C.P. 3.6 – 441 / del 05 de agosto de 2021, se 
solicita la publicación en la Gaceta del Congreso de la República. 
 
 
 

 
DIANA MARCELA MORALES ROJAS  
Secretaria General  
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